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RESUMEN 
En el año 2014, se interpuso por parte de un grupo de ciudadanos en la ciudad de Cúcuta, 
una “acción popular de carácter preventivo y con solicitud de medida cautelar de urgencia”, 
en contra el Municipio de San José de Cúcuta y su Concejo Municipal, la Corporación  
Autónoma Nororiental de la Frontera – Corponor, Curaduría Urbana No. 1, Inversiones Golf 
Tennis S.A., Constructora Ospinas & CIA S.A., con el objeto de suspender la actividad 
derivada del acto administrativo - Resolución 00363 del 02 de Julio de 2013, expedida por 
Corponor, por la cual se autoriza la tala de 841 árboles para la realización del Centro 
Comercial Tennis Park Plaza, teniendo en cuenta la vulneración del derecho al medio 
ambiente, amenazado por la omisión y negligencia de dichas entidades, y lo cual terminaría 
por ocasionar un inminente daño ambiental al ecosistema.   
 
Este estudio se centra en el análisis de las medidas cautelares de urgencia decretadas por 
el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta (N.S.), en el año 2014, en el 
trámite de la acción popular (radicación 2014-01069), presentada por un grupo de 
ciudadanos, contra el Municipio de San José de Cúcuta y su Concejo Municipal, la 
Corporación  Autónoma Nororiental de la Frontera – Corponor, Curaduría Urbana No. 1, 
Inversiones Golf Tennis S.A., Constructora Ospinas & CIA S.A., con el objeto de suspender 
la actividad derivada del acto administrativo - Resolución 00363 del 02 de Julio de 2013, 
expedida por Corponor, por la cual se autoriza la tala de 841 árboles para la realización del 
Centro Comercial Tennis Park Plaza, teniendo en cuenta la vulneración del derecho al 
medio ambiente, amenazado por la omisión y negligencia de dichas entidades, y lo cual 
terminaría por ocasionar un inminente año ambiental al ecosistema.   
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INTRODUCCIÓN 
 
El nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437) expedido el 18 de enero de 2011, y que comenzó a 
regir el dos (2) de julio del año 2012, incluyó cambios importantes en lo 
relacionado con las medidas cautelares que se encontraban consagradas en 
el Decreto 01 de 1984, lo cual quedó consagrado en la Parte Segunda, Título 
V,  Capítulo XI del CPACA. 
 
Habiendo entrado en vigencia la Ley 1437 de 2011, se interpuso por 
parte de un grupo de ciudadanos en la ciudad de Cúcuta, una “acción 
popular de carácter preventivo y con solicitud de medida cautelar de 
urgencia”, contra el Municipio de San José de Cúcuta y su Concejo 
Municipal, la Corporación  Autónoma Nororiental de la Frontera – Corponor, 
Curaduría Urbana No. 1, Inversiones Golf Tennis S.A. y la Constructora 
Ospinas & CIA S.A., con el objeto de suspender la actividad derivada del acto 
administrativo - Resolución 00363 del 02 de Julio de 2013, expedida por 
Corponor, por la cual se autoriza la tala de 841 árboles para la realización del 
Centro Comercial Tennis Park Plaza, teniendo en cuenta la vulneración del 
derecho al medio ambiente, amenazado por la omisión y negligencia de 
dichas entidades, y lo cual terminaría por ocasionar un inminente año 
ambiental al ecosistema.   
 
Correspondió al Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 
Cúcuta (N.S.), estudiar y admitir esta acción popular, y a su vez decidir sobre 
la medida cautelar presentada por la parte accionante, frente a la cual se 
solicitaba: 1. La suspensión inmediata de la Resolución anteriormente 
señalada expedida por Corponor; 2. La suspensión de la licencia de 
urbanismo; y, 3. La suspensión de la licencia de construcción expedida por la 
Curaduría Urbana No. 1; finalmente dicho Juzgado admite la demanda por 
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reunir todos los requisitos, y ordena como medida provisional de emergencia 
lo siguiente:  1. Suspender las obras de urbanismo autorizadas por la 
Curaduría Urbana de Cúcuta; 2. Suspender las obras nuevas para la 
realización de la primera etapa del Centro Comercial; y, 3. Suspender la tala 
de los 841 árboles autorizada por Corponor; lo cual conllevo a que se 
detuvieran todas estas acciones. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se realiza está investigación la cual 
tiene como objetivo general, analizar la eficacia que han tenido las medidas 
cautelares consagradas en la Ley 1437 de 2011, para prever el daño 
ambiental, con la acción popular, especialmente en el caso del proyecto de 
construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf Tennis S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta; la cual 
se desarrolla a continuación a través de cinco capítulos así: 
 
El primer capítulo trata de la identificación del proyecto donde se 
establecen el planteamiento del problema, su formulación y sistematización, 
junto con los objetivos (generales y específicos), y su justificación. 
 
En el segundo capítulo se desarrolla el marco de referencia, en él se 
muestran los antecedentes, las bases teóricas y las bases legales de la 
investigación. 
 
El tercer capítulo corresponde al diseño metodológico, en el cual se 
define la naturaleza de la investigación (jurídica), el tipo y método de 
investigación (analítico - descriptivo); así como se específica la población y 
muestra, y los instrumentos de recolección de la información. 
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En el cuarto capítulo se desarrollan los tres objetivos específicos 
planteados, iniciando con una clasificación de las medidas cautelares 
consagradas en la Ley 1437 del 18 de enero de 2011, por la cual se expide 
el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo; analizando la medida cautelar que solicita se decrete en la 
acción popular de protección al medio ambiente,  interpuesta por la 
construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta; y 
examinando los  fundamentos jurídicos bajo los cuales fue estructurada y 
decretada la medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo 
de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de Construcción de un 
Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf. 
 
Por último, se presentan las conclusiones y recomendaciones, en el 
quinto capítulo.   
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IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
 
 
Título 
 
Eficacia de las medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 de 2011 para 
prever el daño ambiental con la acción popular – caso de estudio proyecto de 
construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf Tenis S.A. en el municipio de San José de Cúcuta.  
 
 
Planteamiento del Problema 
 
Las acciones populares, en el contexto internacional, son una institución que 
ha sido objeto de regulación debido a su importancia y al auge de los 
derechos que protege. Esta figura es el resultado de un proceso histórico, y 
su origen se remonta al derecho romano, con base en el interés de la res 
pública  y el restablecimiento del bien común. De allí fueron traídas a la 
legislación colombiana a través de los artículos 1005 y 2359 del Código Civil 
de 1887. Sin embargo, a pesar de estar reguladas no se reconoció su 
importancia en la práctica, por diversas razones, lo que propició el 
desconocimiento de la existencia de esta institución por parte de los 
ciudadanos.   
 
Con la expedición de la Carta Política de 1991, en la cual se protegen 
y consagran los derechos de tercera generación, los cuales quedaron 
establecidos en el Capítulo III del Título II, bajo la denominación de derechos 
colectivos y del ambiente; nuevamente se retoma esta acción, incluyéndola 
como el instrumento para su protección, dándole rango constitucional a las 
Acciones Populares (artículo 88); así mismo, instituyó en cabeza del 
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legislador la obligación de reglamentar esta materia, lo cual se concretó con 
la expedición de la Ley 472 de 1998, la cual regula el procedimiento de la 
acción popular. 
 
La Ley 472 de 1998, en su artículo 2° define las acciones populares, 
como “los medios procesales para la protección de los derechos e intereses 
colectivos‟‟. Las acciones populares se ejercen para evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado 
anterior cuando fuere posible”; es decir, son aquellas, en las que cualquier 
persona, perteneciente a un grupo de la comunidad, está legitimada 
procesalmente para defender al grupo afectado por unos ciertos hechos 
comunes, con lo cual, simultáneamente, protege su propio interés, 
obteniendo, en ciertos casos, un beneficio económico adicional en su favor 
representado por la recompensa que la ley otorga en algunas ocasiones.  
 
Así mismo, en la Ley 472 de 1998, en su artículo 25, se establecen las 
medidas cautelares para esta acción, indicando lo siguiente: “antes de ser 
notificada la demanda y en cualquier estado del proceso podrá el juez, de 
oficio o a petición de parte, decretar, debidamente motivadas, las medidas 
previas que estime pertinentes para prevenir un daño inminente o para hacer 
cesar el que se hubiere causado”; es decir, que estas pueden decretarse en 
cualquier estado del proceso, de oficio o a petición de parte, siempre que se 
pruebe: a) la vulneración actual o inminente de un derecho colectivo y b) que 
en esa vulneración esté comprometido, por acción u omisión, la entidad 
demandada.  
 
De acuerdo a lo anteriormente expresado y regulado por la 
Constitución, la Ley y la Jurisprudencia en Colombia, un grupo de 
ciudadanos, instauraron una acción popular de carácter preventivo y con 
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medida cautelar de urgencia en contra de la Alcaldía de San José de Cúcuta, 
el Concejo Municipal de San José de Cúcuta, la Corporación Autónoma de la 
Frontera Nororiental Corponor, la Curaduría Urbana No. 1, la Sociedad 
Inversiones Golf Tennis S.A., y la Compañía Ospinas & Cía. S.A., 
argumentando “el inminente daño ambiental irreparable que se avecina, por 
la afectación y amenaza de los derechos e intereses colectivos como son: el 
derecho al goce de un ambiente sano, la moralidad administrativa, el derecho 
a la existencia de un equilibrio ecológico, manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución, la conservación de las especies animales y 
vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los 
ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses 
de la comunidad con la preservación y restauración del medio ambiente, la 
defensa al patrimonio cultural de la Nación, el derecho a la realización de 
construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 
disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al 
beneficio de la calidad de vida de los habitantes;  los cuales se han visto 
vulnerados por la omisión y negligencia de los accionados en el desarrollo 
del proyecto urbanístico denominado El Retiro, en los predios de propiedad 
de Inversiones Golf Tennis S.A., y Ospinas & CÍA. S.A”. 
 
Todo lo anterior, teniendo en cuenta que la Sociedad Inversiones Golf 
Tennis S.A., adelantó ante la Curaduría Urbana No. 1 de la ciudad de 
Cúcuta, la licencia de urbanismo de terrenos de un predio de su propiedad 
localizado entre la Avenida Cero, Avenida Pinar del Río, Río Pamplonita, 
colindante con el Colegio Santo Ángel – Caño el Burro al medio, para el 
desarrollo del Proyecto Urbanización El Retiro, la cual fue concedida el 22 de 
octubre de 2013, proyecto que de ser construido, generaría un daño 
ambiental y ecológico irreparable.  Así como, que dicha licencia fue otorgada 
sin tener en cuenta la normatividad vigente con referencia a la demarcación 
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de la ronda hídrica y la cota de inundación, a que no presentaron 
autorización de intervención arqueológica, es decir no se cumplió con los 
requisitos establecidos para su expedición.  Sumado a esto, con la 
expedición de esta licencia de urbanismo, se amenaza la destrucción de 
ciento cuarenta y dos mil ciento cincuenta y cinco metros cuadrados 142.155, 
68 mt2 de área verde (pastos y grama) y la tala de más de cinco mil (5.000) 
especies vegetales y especies de fauna como ardillas, iguanas, diversidad de 
garzas y aves entre ellas azulejos, toches, mosqueteros, piringas, pechirrojo, 
y muchas más. 
 
Esta licencia de urbanismo otorgada por la Curaduría Urbana No. 1 de 
Cúcuta, no tuvo en cuenta además que el área en mención ha sido desde 
tiempos inmemoriales patrimonio histórico, cultural, paisajístico, reserva 
faunística y parte del eje ambiental de Cúcuta, y toda su Área Metropolitana 
regado por lo poco que sobrevive del Río Pamplonita, como consta en la 
Resolución 0916 del 29 de noviembre de 2000 de CORPONOR „„Por la cual 
se declara concertado y no objetado el plan de ordenamiento territorial del 
municipio san José de Cúcuta‟‟, y en donde se confirma esta zona como área 
de protección para el rio pamplonita. Otra de las situaciones que conllevan a 
la instauración de la Acción Popular, es la presencia de cinco humedales 
dentro de la zona a intervenir con el Proyecto Urbanístico El Retiro. 
 
El último problema que fundamenta la Acción Popular, fue la venta 
mediante la modalidad de fiducia de la Manzana A, de la licencia de 
urbanismo otorgada,  a la firma Ospinas y CIA S.A., para el desarrollo de la 
Primera Etapa del Proyecto Centro Comercial Tennis Park Plaza, proyecto 
para el cual también la Curaduría Urbana No. 1 de Cúcuta, concedió la 
licencia de construcción en la modalidad de obra nueva a la Fiduciaria 
Bogotá S.A, sin tener en cuenta que los diseños de las obras de construcción 
de dicho Centro Comercial, implican la tala de ochocientos cuarenta y un 
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(841) arboles; poda de despeje y formación de treinta y cinco arboles (35), y 
traslado de diez (10) arboles, la destrucción de 22.656,61 mt2 de área verde 
(pastos y grama), la afectación, amenaza, reubicación de la fauna existente 
en el lugar como ardillas, nutrias, iguanas, aves, como el cardenalito, reptiles, 
entre otros, y la canalización del caño natural conocido como “Caño el Burro”. 
 
Al ser este un problema ambiental que afecta a toda la ciudadanía de 
Cúcuta y el Área Metropolitana, conviene estudiar este importante tema, a fin 
de analizar la eficacia que han tenido las medidas cautelares consagradas en 
la Ley 1437 de 2011, para prever el daño ambiental, bajo la esfera de la 
acción popular, especialmente en el caso del proyecto de construcción de un 
Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. 
en el Municipio de San José de Cúcuta. 
 
 
Formulación del problema 
 
¿Qué eficacia han tenido las medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 
de 2011, para prever el daño ambiental, con la acción popular, especialmente 
en el caso del proyecto de construcción de un Centro Comercial en los 
predios de la Sociedad Inversiones Golf Tennis S.A. en el Municipio de San 
José de Cúcuta? 
 
 
Sistematización del problema 
 
¿Cómo se clasifican las medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 del 
18 de enero de 2011, por la cual se expide el nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo? 
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¿Qué medida cautelar solicita se decrete la acción popular de 
protección al medio ambiente,  interpuesta por la construcción de un Centro 
Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el 
Municipio de San José de Cúcuta? 
 
¿Bajo qué fundamentos jurídicos fue estructurada y decretada la 
medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad 
de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de Construcción de un Centro 
Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el 
Municipio de San José de Cúcuta? 
 
 
Justificación 
 
La problemática del otorgamiento de la licencia de construcción dada por la 
Curaduría Urbana No. 1 de Cúcuta, para construir el Proyecto Urbanístico El 
Retiro, y la posterior licencia de construcción en la modalidad de obra nueva 
concedida a la Fiduciaria Bogotá S.A., y cedida por esta a la firma Ospinas y 
CIA S.A., para el desarrollo de la Primera Etapa del Proyecto Centro 
Comercial Tennis Park Plaza, es un tema de mucha actualidad,  por 
considerarse que este generaría un impacto negativo al medio ambiente, el 
cual es objeto de protección constitucional y legal por la necesidad urgente 
de su preservación y conservación, lo cual busca protegerse a través de la 
acción popular instaurada y su solicitud urgente de decretar la medida 
cautelar preventiva.  
 
El tema se considera pertinente de ser abordado por los estudiosos 
del derecho, toda vez que la Ley 1437 del 18 de enero de 2011, por la cual 
se expide el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, introdujo nuevos aspectos relacionados con las 
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medidas cautelares, especialmente en lo referido a su clasificación, lo cual 
debe ser objeto de estudio y análisis. 
 
El establecimiento de la eficacia que han tenido las medidas 
cautelares consagradas en la Ley 1437 de 2011, para prever el daño 
ambiental, bajo la esfera de la acción popular, especialmente en el caso del 
proyecto de construcción de un Centro Comercial en los predios de la 
Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de 
Cúcuta, es relevante para la sociedad y la ciudadanía, por los efectos que 
podría desencadenar sobre el medio ambiente, la construcción en esta gran 
zona que alberga humedales, flora y fauna, así como por la responsabilidad 
que tiene el Estado de preservar y cuidar el medio ambiente, como derecho 
colectivo reconocido en la Constitución Política de Colombia de 1991; 
además, porque este caso podría convertirse en un referente a futuro para 
otros similares donde se vea afectado el medio ambiente. 
 
A nivel teórico es importante este estudio, toda vez que uno de los 
temas de más actualidad a nivel ambiental es la protección y cuidado que 
deben garantizar los Estados al medio ambiente, situación que se ve 
afectada en este caso por la expedición de una licencia de construcción para 
construir un Centro Comercial y  viviendas en una zona que debe estar 
protegida por constituir un área de reserva ambiental para las futuras 
generaciones de la ciudad; además, por ser la Ley 1437 de 2011, el Nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
el principal fundamento jurídico, bajo el cual se estudió y decretó la medida 
cautelar.  
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Objetivos 
 
 
Objetivo general 
 
Analizar la eficacia que han tenido las medidas cautelares consagradas en la 
Ley 1437 de 2011, para prever el daño ambiental, con la acción popular, 
especialmente en el caso del proyecto de construcción de un Centro 
Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf Tennis S.A. en el 
Municipio de San José de Cúcuta. 
 
 
Objetivos específicos 
 
Identificar la clasificación de las medidas cautelares consagradas en la Ley 
1437 del 18 de enero de 2011, por la cual se expide el nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Caracterizar la medida cautelar que solicita se decrete en la acción 
popular de protección al medio ambiente,  interpuesta por la construcción de 
un Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis 
S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta. 
 
Examinar los fundamentos jurídicos bajo los cuales fue estructurada y 
decretada la medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo 
de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de Construcción de un 
Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. 
en el Municipio de San José de Cúcuta. 
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MARCO DE REFERENCIA 
 
 
Antecedentes 
 
Análisis de las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Colombiano, desde una 
perspectiva constitucional. (2012). Elaborado por: Roberto Mario Chavarro 
Colpas.  Mirada crítica del Capítulo XI del Título II de la parte segunda de la 
Ley 1437 de 2011 desde un tamiz constitucional en orden a cotejarla con los 
principios, reglas y valores superiores con el objeto de determinar si esa 
regulación las respeta y honra, o si por el contrario, las desconoce. 
Retrospectiva de la suspensión provisional como medida cautelar por 
antonomasia en lo contencioso administrativo con énfasis en su evolución 
legislativa hasta llegar al Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Las medidas cautelares en el nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo frente al Decreto 01 del 84.  
(2014). Presentado por: Luz Mery Gómez García. Universidad Militar Nueva 
Granada. El nuevo régimen de medidas cautelares para los procesos de lo 
contencioso administrativo se constituye en uno de los principales cambios 
que generó la Ley 1437 de 2011. El Decreto 01 de 1984, solo consagraba la 
medida de suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos, 
aplicable en las acciones de simple nulidad, y de nulidad con 
restablecimiento de derecho. Por su parte, la Ley 1437 de 2011, establece un 
gran espectro de medidas cautelares, ampliando de esta manera los poderes 
del juez con el objetivo de garantizar la efectividad de sus sentencias. El 
estudio de la actualización que en relación con este asunto se produce en el 
derecho administrativo colombiano con la expedición de la Ley 1437 de 2011, 
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(en adelante CPACA) es esencial, ya que se avanza por el camino de la 
evolución que imponen tanto el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, como la propia Constitución Política de Colombia de 1991. La 
jurisprudencia y la doctrina de naciones con significativa influencia en la 
cultura jurídica colombiana, propende por el reconocimiento y la garantía de 
una efectiva tutela (o amparo judicial) de los derechos de los ciudadanos, 
que han de ser sustancialmente protegidos mediante el eficaz acceso a una 
administración de justicia.  
 
Con la introducción de las nuevas medidas cautelares en la Ley 1437, 
se otorga una serie de herramientas denominadas por varios autores 
“poderes del juez” encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a una 
tutela judicial efectiva o acceso a la justicia. Debido a su reciente 
incorporación a nuestra jurisdicción administrativa, son poco conocidas y 
resulta imprescindible su conocimiento ya que permite al ciudadano tener los 
mecanismos necesarios para la defensa de sus derechos, de ahí deriva la 
formulación del problema que se pretende dilucidar en este ensayo: ¿Cuáles 
son los alcances de las medidas cautelares introducidas en el nuevo Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, frente al 
Decreto 01 de 1984 respecto de los efectos de los actos administrativos? El 
objetivo que pretende desarrollar este ensayo implica, por lo tanto, 
determinar la efectividad y la eficacia de las medidas cautelares introducidas 
en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo, frente al Decreto 01 de 
1984 respecto de los efectos de los actos administrativos. El diseño 
metodológico empleado en la investigación es de carácter documental con 
base en la doctrina y la jurisprudencia existente respecto de las medidas 
cautelares en la jurisdicción contenciosa administrativa y cuya finalidad es 
reflexiva. La hipótesis gira en torno a evidenciar cómo el acceso a la justicia y 
el derecho a la tutela judicial efectiva, bajo los postulados de la suspensión 
provisional como única medida cautelar establecida en el artículo 152 del 
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Decreto 01 de 1984, fueron vulnerados, ya que esta medida cobijó 
únicamente los efectos de los actos administrativos, dejando por fuera otro 
tipo de actuaciones administrativas 
 
Las medidas cautelares en el proceso ambiental. (2013). Elaborado 
por: Beatriz Arcila Salazar. Universidad de Medellín. La acción popular ha 
sido establecida como la herramienta procesal idónea para la salvaguarda 
del derecho al medioambiente, y dentro de su estructura, las medidas 
cautelares juegan un papel fundamental para garantizar la efectividad de este 
derecho colectivo toda vez que el legislador las ha dotada de características 
especiales que se encuentran en armonía con la finalidad preventiva de la 
acción popular y con el principio de precaución. 
 
 
Bases teóricas 
 
Medida Cautelar 
 
El Diccionario Jurídico Espasa define a las medidas cautelares como: 
 
Medidas: Actuaciones judiciales a practicar o adoptar preventivamente 
en determinados casos previstos en la Ley. 
 
Consiste en “adoptar las disposiciones o dar las ordenes que las 
circunstancias impongan; de modo singular, para restablecer el orden, cortar 
el abuso, restablecer la confianza o la disciplina”. (Cabanellas Guillermo, 
1991).  
 
Cautelares: Aquellas que se pueden adoptar preventivamente por los 
Tribunales y estarán en vigor hasta que recaiga sentencia firme que ponga 
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fin al procedimiento en el que se hayan acordado, o hasta que éste finalice; 
no obstante podrán ser modificadas o revocadas durante el curso del 
procedimiento si cambiaran las circunstancias en virtud de las cuales se 
hubieran adoptado. 
 
 “Dícese de las medidas o reglas para prevenir la consecución de 
determinado fin o precaver lo que pueda dificultarlo”. (Real Academia 
Española, 1992).  
 
Las medidas cautelares son aquellas, dictadas mediante providencias 
judiciales, con el fin de asegurar que cierto derecho podrá ser hecho efectivo 
en el caso de un litigio en el que se reconozca la existencia y legitimidad de 
tal derecho. Las medidas cautelares no implican una sentencia respecto de la 
existencia de un derecho, pero sí la adopción de medidas judiciales 
tendentes a hacer efectivo el derecho que eventualmente sea reconocido. 
(Ossorio, 2006, pág. 584).  
 
Para el profesor Devis (1974, p. 142) la medida cautelar “es el derecho 
a iniciar un procedimiento para que se adopten las medidas judiciales 
necesarias para el aseguramiento de la satisfacción de un derecho material, 
o para su defensa; es decir, para que se realice un proceso cautelar”.  
 
Por su parte, López Blanco (2004, p. 81) considera que las medidas 
cautelares son “providencias que, ya de oficio, o a petición de parte, puede 
adoptar el juez respecto de personas, pruebas o bienes que resulten 
afectados por la demora y tendentes a asegurar el cabal cumplimiento de las 
determinaciones que se adopten por el juez y, especialmente, de la sentencia 
una vez ejecutoriada”.  
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Y Azula (2000, p. 61) las define como “el conjunto de actuaciones que 
tienden a garantizar los resultados que se persiguen en otro. En términos 
más sencillos, evita que los resultados perseguidos en un proceso sean 
ilusorios o ineficaces”.  
 
Para la Corte Constitucional, las medidas cautelares, “son aquellos 
instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera provisional, 
y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido 
en ese mismo proceso”. De esa manera el ordenamiento protege 
preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un 
derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente 
ejecutada. Por ello, la Corte ha señalado en casos anteriores, que estas 
medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, 
porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para 
asegurar sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho 
controvertido. (Sentencia C-379/04, Magistrado Ponente: Dr. Alfredo Beltrán 
Sierra). 
 
Con fundamento en lo anterior puede afirmarse que las medidas 
cautelares constituyen un tipo de tutela procesal que se concede durante la 
tramitación de un proceso principal, dentro de lo que se ha denominado 
proceso cautelar, cuya función principal es asegurar el cumplimiento de la 
sentencia que posteriormente se dictará. Tales instrumentos no fueron 
concebidos como sanciones contra la parte frente a quien se promueven, 
sino como mecanismos de protección de los derechos, que operan de 
manera anticipada e independiente de la decisión de fondo que se llegue a 
adoptar en el proceso. (Gómez Aranguren, 2012). 
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El daño ambiental 
 
La propia ley colombiana se ha encargado de dar una definición de daño 
ambiental. Para comentar cabalmente dicha definición, se debe recordar que 
la misma está inserta en el artículo 42 de la ley 99 de 1993, que se refiere a 
las Tasas Retributivas y Compensatorias, así: "Se entiende por daño 
ambiental el que afecte el normal funcionamiento de los ecosistemas o la 
renovabilidad de sus recursos y componentes". Este texto debe ser leído en 
concordancia con el artículo 8° del decreto 2811 de 1974, porque en este se 
ejemplifican los factores que deterioran el medio ambiente1.   
 
La definición en términos legales con el propósito ya indicado coincide 
con el llamado Daño Ambiental Puro, en el entendido de que, "aquello que ha 
caracterizado regularmente las afrentas al medio ambiente es que no afectan 
especialmente una u otra persona determinada, sino exclusivamente el 
medio natural en sí mismo considerado, es decir, las 'cosas comunes' que en 
ocasiones hemos designado como 'bienes ambientales' tales como el agua, 
                                                 
1
 Dice el artículo en comento: "Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre 
otros: a) la contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales 
renovables. Se entiende por contaminación la alteración del ambiente con sustancias o 
formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, 
concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, 
atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente de los recursos de la 
Nación o de los particulares. Se entiende por contaminante cualquier elemento, combinación 
de elementos, o forma de energía que actual o potencialmente pueda producir alteración 
ambiental de las precedentemente descritas. La contaminación puede ser  física, química o 
biológica. b) la degradación, la erosión y el revenimiento de suelos y tierras. C) las 
alteraciones nocivas de la topografía. d) Las alteraciones nocivas del flujo natural de las 
aguas. e) La sedimentación en los cursos y depósitos de agua. f) Los cambios nocivos del 
lecho de las aguas. g) La extinción o disminución cuantitativa o cualitativa de especies 
animales o vegetales o de recursos genéticos. h) La introducción y propagación de 
enfermedades y de plagas. i) La introducción, utilización y transporte de especies animales o 
vegetales dañinas o de productos de sustancias peligrosas. j) La alteración perjudicial o 
intiestética de paisajes naturales. k) La disminución o extinción de fuentes naturales de 
energía primaria. l) La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, 
desechos y desperdicios. m) el ruido nocivo. n) el uso inadecuado de sustancias peligrosas. 
o) la eutrificación, es decir, el crecimiento excesivo y anormal de la flora en lagos y lagunas. 
p) La concentración de población humana urbana o rural en condiciones habitacionales que 
atenten contra el bienestar y la salud". 
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el aire, la flora y la fauna salvaje. Se trata entonces de aquello que se ha 
convenido llamar 'perjuicios ecológicos puros'". (Viney y Jourdain, 1998, p. 
55). 
 
Esta definición de Daño Ambiental Puro como afrenta a los bienes 
ambientales, está indudablemente relacionada con otro concepto que bien 
podríamos denominar Daño Ambiental Consecutivo, bajo el cual se estudian 
las repercusiones de una afrenta al medio ambiente pero respecto de una 
persona determinada, es decir, las repercusiones que la contaminación o el 
deterioro ecológico generan en la persona o bienes apropiables e 
intercambiables de los particulares. Es esta una de las características del 
Derecho Ambiental porque el daño ambiental se causa siempre a la 
colectividad, pero con repercusiones, en ocasiones, sobre bienes 
individuales. En efecto, la persona tiene posibilidad de accionar en su 
nombre para pedir una indemnización propia (Daño Ambiental Consecutivo), 
como de accionar en nombre de una colectividad para pedir una 
indemnización de la cual no se puede apropiar pero de la cual sí puede 
gozar, que es realmente la que constituye la reparación del daño ambiental 
en su estado puro. 
 
La precisión es importante porque cierto sector de la doctrina ha 
definido el daño ambiental no solo como aquel que lesiona el derecho 
colectivo del medio ambiente, sino como aquel que lesiona derechos 
individuales apropiables. Es decir, que dicho daño "puede lesionar un 
propietario o un poseedor así como una persona que solo posea el derecho 
de vivir sin molestias". (Tricot, 1999, p. 39).  
 
En el derecho del medio ambiente existe la particularidad de que 
siempre hay un daño a un bien de la colectividad, y que en ocasiones ese 
daño al bien de la colectividad repercute sobre un bien apropiable por un 
7 
 
patrimonio particular, así tenga, obviamente, que cumplir con su función 
social o ecológica. No se comparte así la definición del profesor De Miguel 
Perales porque se centra en el Daño Ambiental Consecutivo sin dar 
relevancia el Daño Ambiental Puro, que es el que realmente interesa a la 
materia. (Perales, 1997, p. 88). El error reside, se repite, en el hecho de que 
considera Daño Ambiental Puro las consecuencias que sufren bienes 
ambientales apropiables por los particulares, siendo que, en estricto sentido, 
el daño ambiental no puede tener tal particularidad, porque es precisamente 
sobre un bien colectivo. Es cierto que hay bienes ambientales que se pueden 
apropiar por particulares -sería el caso del suelo o del agua que nace y 
muere en una misma heredad (art. 677 del Código Civil)-, pero ello no le 
quita la característica de bien ambiental y de lesión a un derecho colectivo 
que supone la posibilidad de que, aún si el propietario no desea su 
reparación, la puede, y aún la debe buscar, cualquier otro ser humano o 
cualquiera entidad pública o privada.  
 
Sobre la base de la concepción anterior, en donde el Daño Ambiental 
Puro se distingue por "afectar el normal funcionamiento de los ecosistemas o 
la renovabilidad de sus recursos y componentes", así como por ser 
"supraindividual", nos alejamos entonces de la esfera estrictamente 
individual, en el sentido de bienes apropiables, como elemento definitorio del 
daño al medio ambiente. Es aquí donde nuevamente el derecho ambiental 
permite predicar que la afrenta al patrimonio no es individual en su sentido 
clásico, sino en su sentido socializado. Es así como, "este público recibe el 
agravio colectivo, al cual no se puede responder aislada o individualmente 
para evitar que el daño se extienda, continúe o se repare. La acción de 
defensa o de reparación no puede estar sólo en cabeza de cada 
damnificado. Tiene que ser colectiva como lo es también el daño causado". 
(Sarmiento Palacio, 1988, p. 7). Es por ello que el daño se da directamente al 
ecosistema e indirectamente al ser humano que se sirve de él, y es por ello 
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por lo que la persona solo puede reclamar a favor del ecosistema gracias a 
su relación con él. Si se logra hacer la distinción entre Daño Ambiental Puro y 
Daño Ambiental Consecutivo, logramos la claridad de saber qué es lo que se 
está indemnizando por una u otra vía, porque determinamos con anterioridad 
aquello que se dañó. La distinción señalada entre Daño Ambiental Puro y 
Daño Ambiental Consecutivo marcará no sólo la forma de reparación del 
daño, sino la finalidad de cada acción que busca proteger el medio ambiente. 
 
Buen ejemplo de esta posición es la Convención de Lugano en donde 
se señala que da lugar a reparación "toda pérdida o daño que resulte de la 
alteración del medio ambiente", en el cual se entienden comprendidos 
recursos como el agua, el aire, la fauna y la flora, así como la interacción 
entre ellos. 
 
Se concluye entonces que Daño Ambiental Puro es la aminoración de 
los bienes colectivos que conforman el medio ambiente, y que Daño 
Ambiental Consecutivo es la repercusión del Daño Ambiental Puro sobre el 
patrimonio exclusivamente individual del ser humano. (Henao, 2000, s.p.). 
 
 
El medioambiente y el principio de precaución 
 
La crisis ambiental ha llevado a que se genere una visión diferente de la 
relación hombre naturaleza, de la cual ha surgido un novedoso y particular 
sistema normativo, que se funda en valores, principios y reglas propias, que 
permiten reconocerle su autonomía e incluso asume rango constitucional, lo 
que obedece a la sensibilidad que generan en el conglomerado social las 
problemáticas ambientales, pero también a la incuestionable realidad que 
pone de presente la escasez de los recursos naturales como consecuencia 
de una sociedad sobrepoblada y altamente tecnificada.  
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El derecho ambiental representa una respuesta satisfactoria en la 
medida que cuenta con herramientas diferentes a las propuestas por el 
ordenamiento tradicional de las que merece especial estudio el principio de 
precaución, el cual se configura en un principio medular del derecho 
ambiental y de todas las políticas dirigidas a la protección de los recursos 
naturales. Este principio pretende evitar los efectos de la sociedad de riesgo 
sobre el ambiente mediante una perspectiva cautelar en la que se tomen 
decisiones de control evitando la degradación de la naturaleza.  
 
Puede decirse que el principio de precaución, en términos generales, 
es una apelación a la prudencia. Una autoridad o gobernante se puede 
encontrar en una situación en la que debe tomar una decisión acerca de 
determinado proceso, producto o actividad de la que se sospecha, con cierto 
fundamento, que involucra un riesgo para la comunidad, aunque no exista 
una prueba definitiva y contundente de tal riesgo, y en estos casos, la 
autoridad debe hacer un esfuerzo de prudencia, es decir, una adecuada 
apreciación de las circunstancias para lograr un equilibrio entre el temor 
irracional por lo novedoso y la pasividad irresponsable ante actividades o 
productos que pueden resultar gravemente nocivos para la salud pública y el 
medioambiente (Andorno, 2004, p.18).  
 
Zaccai y Missa señalan que el principio de precaución “consiste en no 
esperar al elemento de la prueba absoluta de una relación de causa a efecto 
cuando elementos suficientemente serios incitan a pensar que una sustancia 
o una actividad cualquiera podrían tener consecuencias dañinas irreversibles 
para la salud o para el medioambiente y, por lo tanto, no son sostenibles” 
(citado por Cortina, 2004, p.3).  
 
Las principales razones que llevaron a la formulación de este principio 
son: en primer lugar, que en materia ambiental es difícil detectar de 
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inmediato los daños generados por determinada actividad; es necesario que 
transcurra un determinado tiempo para saber cuál fue la afectación real y 
cierta que se ocasionó. En segundo lugar, porque los correctivos que se 
toman de manera anticipada tienen un menor costo social, político y 
económico. En tercer lugar, porque cuando se está frente a un proceso de 
toma de decisiones, generalmente hay un campo que se deja al azar debido 
a circunstancias de ignorancia o incertidumbre, y en materia ambiental ese 
rango de incertidumbre y de azar se constituye en un riesgo para el 
medioambiente que no se puede asumir y que el principio de precaución 
busca eliminar al imponerle al generador del riesgo la obligación de tomar la 
medidas necesarias para prevenir el daño y de probar que la actividad no es 
riesgosa para el bien tutelado. En cuarto lugar, se está frente a un derecho 
colectivo cuya afectación pone en riesgo el interés general y limita las 
posibilidades de la conservación de la especie humana lo que justifica la 
adopción de un modelo precautorio.  
 
Es posible que en ocasiones se confunda, o simplemente se equipare, 
el principio de precaución con el principio de prevención. Para lograr una 
distinción se debe tener presente que en materia de protección de bienes 
jurídicos ambientales, los ordenamientos jurídicos pueden adoptar tres 
modelos distintos: el curativo, el preventivo y el anticipativo (Jiménez De 
Parga & Maseda, 2001, p. 60). El modelo curativo tiene como fundamento la 
libertad de empresa, y por ello se permite la intervención en la naturaleza sin 
muchos controles, pero en el evento de ocasionar un daño se debe reparar o 
indemnizar. Para el modelo preventivo, la reparación no es suficiente y, por 
ende, se deben tomar las medidas preventivas necesarias para evitar que el 
daño se produzca; no obstante, en respeto de los derechos de los demás y 
de la seguridad jurídica, para imponer esas medidas preventivas es 
necesario que exista certeza de la relación causal entre determinada acción y 
el daño. Por su parte, el modelo anticipativo o precautorio señala que hay 
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que prevenir toda afectación grave e irreversible en el ambiente y, en 
consecuencia, se pueden imponer medidas restrictivas aunque no haya 
certeza de la relación causal entre determinada acción y el daño. Para este 
modelo la falta de certeza no es una excusa admisible para no tomar las 
medidas preventivas.  
 
Como bien lo expresa Roberto Andorno: La “precaución” va más allá 
de la simple “prevención”. En la “prevención”, la peligrosidad de la cosa o 
actividad ya es bien conocida (por ejemplo, el uso de automóviles o el 
consumo de tabaco), y lo único que se ignora es si el daño va a producirse o 
no en un caso concreto. En cambio, en la “precaución”, la relación causal 
entre una determinada tecnología y el daño temido no ha sido científicamente 
comprobada de modo pleno, sino que solamente hay una sospecha fundada 
de que pueda existir (Andorno, 2004, p.28).  
 
La diferencia entre el modelo o enfoque preventivo y el modelo 
anticipativo o precautorio radica en que el primero se apoya en la certeza 
científica del riesgo de daño ambiental, mientras que en el segundo es 
consustancial a su propia definición la ausencia de certeza científica absoluta 
acerca de la probabilidad del riesgo.  
 
Los tres modelos estudiados son alternativas de protección del 
medioambiente, y cada uno responde a necesidades diversas; el modelo de 
precaución tiene su órbita de acción bastante definida e incluso restringida; 
por eso no puede decirse que el enfoque precautorio es un estado más 
avanzado o superior que los otros modelos descritos, sino que simplemente 
es una perspectiva que complementa el esquema de protección ambiental. 
 
De acuerdo con el carácter excepcional del principio de precaución, 
las formulaciones jurídicas del principio, contenidas en los distintos 
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instrumentos internacionales2 y en la Ley 99 de 1993 de Colombia, que 
incorpora de manera expresa el principio en el ordenamiento nacional, se 
concluye que para aplicar el principio de precaución es necesario que se 
reúnan dos condiciones: la amenaza de daño grave o irreversible y la 
incertidumbre científica. Estos elementos se deben complementar con la 
carga de motivación de la autoridad que impone la medida, so pena de violar 
derechos subjetivos, tal como lo expuso la Corte Constitucional en su debido 
momento: “el acto administrativo por el cual la autoridad ambiental adopta 
decisiones, sin la certeza científica absoluta, en uso del principio de 
precaución, debe ser excepcional y motivado” (Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-293 de 2002).  
 
Por último, se debe indicar que la aplicación del principio de 
precaución tiene unas consecuencias jurídicas importantes que deben ser 
tenidas en cuenta cuando se está frente a problemáticas de naturaleza 
ambiental. El modelo precautorio modifica el modus operandi tradicional que 
se traduce en cuatro elementos esenciales: la inversión de la carga de la 
prueba, las acciones preventivas ante la incertidumbre, la evaluación 
obligatoria de alternativas y el incremento en la participación pública en la 
toma de decisiones (Kriebel, et al. 2002, p. 99).  
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
2
 Declaración de Río sobre el Medioambiente y Desarrollo, 1992. Convención de las 
Naciones Unidas sobre Cambio Climático, 1992. Convenio sobre la diversidad Biológica 
1992. Protocolo de Cartagena 2000. 
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Marco legal 
 
 
Declaración de Estocolmo de 1972: Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano (Estocolmo, Suecia, 5-16 
de junio de 1972) 
 
Principio 2. Los recursos naturales de la tierra incluidos el aire, el agua, la 
tierra, la flora y la fauna y especialmente muestras representativas de los 
ecosistemas naturales, deben preservarse en beneficio de las generaciones 
presentes y futuras, mediante una cuidadosa planificación u ordenación, 
según convenga. 
 
  
Constitución Política de Colombia de 1991 
  
Artículo 8. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación. 
 
Artículo 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son 
servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el 
acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de 
servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer 
las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, 
y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la 
Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes 
a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. 
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Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por 
niveles de atención y con participación de la comunidad. 
 
La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos 
los habitantes será gratuita y obligatoria. 
 
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud 
y la de su comunidad. 
 
Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación 
de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare 
en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella 
reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social. 
 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, 
le es inherente una función ecológica. 
 
  El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de 
propiedad. 
  
Por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el 
legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e 
indemnización previa. Este se fijará consultando los intereses de la 
comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha 
expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior 
acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del precio. 
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Artículo 65. La producción de alimentos gozará de la especial 
protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 
integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de obras de 
infraestructura física y adecuación de tierras. 
 
Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio 
público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al 
conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la 
cultura. 
  
La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos 
humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la 
recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la 
protección del ambiente. 
  
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, 
que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que 
comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación 
básica. 
 
La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio 
del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 
  
Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y 
vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el 
cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física 
de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar 
a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en 
el sistema educativo. 
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La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, 
financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los 
términos que señalen la Constitución y la ley. 
 
Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones 
que puedan afectarlo. 
  
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines. 
 
Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
  
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los 
ecosistemas situados en las zonas fronterizas. 
 
 Artículo 81. Queda prohibida la fabricación, importación, posesión y 
uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al 
territorio nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos. 
  
El Estado regulará el ingreso al país y la salida de él de los recursos 
genéticos, y su utilización, de acuerdo con el interés nacional. 
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Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad 
del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece 
sobre el interés particular. 
  
Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su 
acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo 
urbano en defensa del interés común. 
 
Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de 
los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el 
espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral administrativa, el 
ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que 
se definen en ella. 
 
También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a 
un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones 
particulares. 
 
Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el 
daño inferido a los derechos e intereses colectivos. 
 
Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de 
la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y 
dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta 
Constitución implica responsabilidades. El ejercicio de las libertades y 
derechos reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 
 
Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. 
 
Son deberes de la persona y del ciudadano: 
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8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la 
conservación de un ambiente sano; 
 
Artículo 215. Cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos en 
los artículos 212 y 213 que perturben o amenacen perturbar en forma grave e 
inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan 
grave calamidad pública, podrá el Presidente, con la firma de todos los 
ministros, declarar el Estado de Emergencia por períodos hasta de treinta 
días en cada caso, que sumados no podrán exceder de noventa días en el 
año calendario. 
  
Mediante tal declaración, que deberá ser motivada, podrá el Presidente, 
con la firma de todos los ministros, dictar decretos con fuerza de ley, 
destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus 
efectos. 
  
Estos decretos deberán referirse a materias que tengan relación directa 
y específica con el Estado de Emergencia, y podrán, en forma transitoria, 
establecer nuevos tributos o modificar los existentes. En estos últimos casos, 
las medidas dejarán de regir al término de la siguiente vigencia fiscal, salvo 
que el Congreso, durante el año siguiente, les otorgue carácter permanente. 
  
El Gobierno, en el decreto que declare el Estado de Emergencia, 
señalará el término dentro del cual va a hacer uso de las facultades 
extraordinarias a que se refiere este artículo, y convocará al Congreso, si 
éste no se hallare reunido, para los diez días siguientes al vencimiento de 
dicho término. 
  
El Congreso examinará hasta por un lapso de treinta días, prorrogable 
por acuerdo de las dos cámaras, el informe motivado que le presente el 
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Gobierno sobre las causas que determinaron el Estado de Emergencia y las 
medidas adoptadas, y se pronunciará expresamente sobre la conveniencia y 
oportunidad de las mismas. 
  
El Congreso, durante el año siguiente a la declaratoria de la 
emergencia, podrá derogar, modificar o adicionar los decretos a que se 
refiere este artículo, en aquellas materias que ordinariamente son de 
iniciativa del Gobierno. En relación con aquellas que son de iniciativa de sus 
miembros, el Congreso podrá ejercer dichas atribuciones en todo tiempo. 
  
El Congreso, si no fuere convocado, se reunirá por derecho propio, en 
las condiciones y para los efectos previstos en este artículo. 
  
El Presidente de la República y los ministros serán responsables 
cuando declaren el Estado de Emergencia sin haberse presentado alguna de 
las circunstancias previstas en el inciso primero, y lo serán también por 
cualquier abuso cometido en el ejercicio de las facultades que la Constitución 
otorga al Gobierno durante la emergencia. 
  
El Gobierno no podrá desmejorar los derechos sociales de los 
trabajadores mediante los decretos contemplados en este artículo. 
  
Parágrafo. El Gobierno enviará a la Corte Constitucional al día siguiente 
de su expedición los decretos legislativos que dicte en uso de las facultades 
a que se refiere este artículo, para que aquella decida sobre su 
constitucionalidad. Si el Gobierno no cumpliere con el deber de enviarlos, la 
Corte Constitucional aprehenderá de oficio y en forma inmediata su 
conocimiento. 
 
7 
 
Artículo 226. El Estado promoverá la internacionalización de las 
relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas sobre bases de 
equidad, reciprocidad y conveniencia nacional. 
 
Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las siguientes 
atribuciones: 
   
7. Presentar al Congreso de la República un informe anual sobre el 
estado de los recursos naturales y del ambiente. 
 
Artículo 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de 
sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 
  
4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente. 
 
Artículo 282. El Defensor del Pueblo velará por la promoción, el 
ejercicio y la divulgación de los derechos humanos, para lo cual ejercerá las 
siguientes funciones: 
  
5. Interponer acciones populares en asuntos relacionados con su 
competencia. 
 
Artículo 289. Por mandato de la ley, los departamentos y municipios 
ubicados en zonas fronterizas podrán adelantar directamente con la entidad 
territorial limítrofe del país vecino, de igual nivel, programas de cooperación e 
integración, dirigidos a fomentar el desarrollo comunitario, la prestación de 
servicios públicos y la preservación del ambiente. 
 
Artículo 302. La ley podrá establecer para uno o varios Departamentos 
diversas capacidades y competencias de gestión administrativa y fiscal 
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distintas a las señaladas para ellos en la Constitución, en atención a la 
necesidad de mejorar la administración o la prestación de los servicios 
públicos de acuerdo con su población, recursos económicos y naturales y 
circunstancias sociales, culturales y ecológicas. 
 
Artículo 313. Corresponde a los concejos: 
   
9. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio. 
 
Artículo 317. Solo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. 
Lo anterior no obsta para que otras entidades impongan contribución de 
valorización. 
  
La ley destinará un porcentaje de estos tributos, que no podrá exceder 
del promedio de las sobretasas existentes, a las entidades encargadas del 
manejo y conservación del ambiente y de los recursos naturales renovables, 
de acuerdo con los planes de desarrollo de los municipios del área de su 
jurisdicción. 
 
Artículo 332. El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos 
naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y 
perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes. 
  
Artículo 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, 
dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir 
permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. 
  
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 
responsabilidades. 
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La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que 
implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y 
estimulará el desarrollo empresarial. 
  
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se 
restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que 
personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado 
nacional. 
  
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo 
exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
  
Artículo 334. La dirección general de la economía estará a cargo del 
Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los 
recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, 
para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano. 
  
El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los 
recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de 
menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. 
También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo 
armónico de las regiones. 
 
Artículo 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 
parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden 
nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos 
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nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a 
mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. El plan 
de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los 
principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la 
especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución. 
  
Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera 
concertada entre ellas y el gobierno nacional, planes de desarrollo, con el 
objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño 
adecuado de las funciones que les hayan sido asignadas por la Constitución 
y la ley. Los planes de las entidades territoriales estarán conformados por 
una parte estratégica y un plan de inversiones de mediano y corto plazo. 
  
Artículo 340. Habrá un Consejo Nacional de Planeación integrado por 
representantes de las entidades territoriales y de los sectores económicos, 
sociales, ecológicos, comunitarios y culturales. El Consejo tendrá carácter 
consultivo y servirá de foro para la discusión del Plan Nacional de Desarrollo. 
 
 Los miembros del Consejo Nacional serán designados por el 
Presidente de la República de listas que le presenten las autoridades y las 
organizaciones de las entidades y sectores a que se refiere el inciso anterior, 
quienes deberán estar o haber estado vinculados a dichas actividades. Su 
período será de ocho años y cada cuatro se renovará parcialmente en la 
forma que establezca la ley. 
  
En las entidades territoriales habrá también consejos de planeación, 
según lo determine la ley. 
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El Consejo Nacional y los consejos territoriales de planeación 
constituyen el Sistema Nacional de Planeación. 
 
Artículo 361. Con los ingresos provenientes de las regalías que no sean 
asignados a los departamentos y municipios, se creará un Fondo Nacional de 
Regalías cuyos recursos se destinarán a las entidades territoriales en los 
términos que señale la ley. Estos fondos se aplicarán a la promoción de la 
minería, a la preservación del ambiente y a financiar proyectos regionales de 
inversión definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las 
respectivas entidades territoriales. 
 
 
Decreto 2811 de 1974: Por el cual se dicta el Código Nacional de 
Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente. 
 
Artículo  1º.- El ambiente es patrimonio común. El Estado y los particulares 
deben participar en su preservación y manejo, que son de utilidad pública e 
interés social. 
 
La preservación y manejo de los recursos naturales renovables también 
son de utilidad pública e interés social. (C.N. artículo 30). 
 
Artículo 3º.- De acuerdo con los objetivos enunciados, el presente 
Código regula: 
 
a.- El manejo de los recursos naturales renovables, a saber: 
 
1. La atmósfera y el espacio aéreo Nacional; 
 
2. Las aguas en cualquiera de sus estados; 
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3. La tierra, el suelo y el subsuelo; 
 
4. La flora; 
 
5. La fauna; 
 
6. Las fuentes primarias de energía no agotables; 
 
7. Las pendientes topográficas con potencial energético; 
 
8. Los recursos geotérmicos; 
 
9. Los recursos biológicos de las aguas y del suelo y el subsuelo del 
mar territorial y de la zona económica de dominio continental e insular de la 
República; 
 
10. Los recursos del paisaje; 
 
b.- La defensa del ambiente y de los recursos naturales renovables 
contra la acción nociva de fenómenos naturales. 
 
c.- Los demás elementos y factores que conforman el ambiente o 
influyan en él denominados en este Código elementos ambientales, como: 
 
1. Los residuos, basuras, desechos y desperdicios; 
 
2. El ruido; 
 
3. Las condiciones de vida resultantes de asentamiento humano urbano 
o rural; 
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4. Los bienes producidos por el hombre, o cuya producción sea 
inducida o cultivada por él, en cuanto incidan o puedan incidir sensiblemente 
en el deterioro ambiental. 
 
Artículo 7º.- Toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente 
sano. 
 
Artículo  8º.- Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre 
otros: 
 
a.- La contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás 
recursos naturales renovables. 
 
Se entiende por contaminación la alteración del ambiente con 
sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la 
naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el 
bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, 
degradar la calidad del ambiente o de los recursos de la nación o de los 
particulares. 
 
 
Ley 99 de 1993: Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se 
reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo  1º.- Principios Generales Ambientales. La política ambiental 
colombiana seguirá los siguientes principios generales: 
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1. El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará 
según los principios universales y del desarrollo sostenible contenidos en la 
Declaración de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo. 
 
2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de 
la humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma 
sostenible. 
 
3. Las políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los seres 
humanos a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 
 
 4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las 
zonas de recarga de acuíferos serán objeto de protección especial. 
 
 5. En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano tendrá 
prioridad sobre cualquier otro uso. 
 
 6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el 
resultado del proceso de investigación científica. No obstante, las 
autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio de 
precaución conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como 
razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la 
degradación del medio ambiente. 
 
7. El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el 
uso de instrumentos económicos para la prevención, corrección y 
restauración del deterioro ambiental y para la conservación de los recursos 
naturales renovables. 
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8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido. 
 
9. La prevención de desastres será materia de interés colectivo y las 
medidas tomadas para evitar o mitigar los efectos de su ocurrencia serán de 
obligatorio cumplimiento. 
 
10. La acción para la protección y recuperación ambientales del país es 
una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad, las 
organizaciones no gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e 
incentivará la conformación de organismos no gubernamentales para la 
protección ambiental y podrá delegar en ellos algunas de sus funciones. 
 
11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para 
la toma de decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que 
afecten significativamente el medio ambiente natural o artificial. 
 
12. El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional, 
será descentralizado, democrático y participativo. 
 
13. Para el manejo ambiental del país, se establece un Sistema 
Nacional Ambiental, SINA, cuyos componentes y su interrelación definen los 
mecanismos de actuación del Estado y la sociedad civil. 
 
14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo 
como base criterios de manejo integral del medio ambiente y su interrelación 
con los procesos de planificación económica, social y física. 
 
Se entiende por contaminante cualquier elemento, combinación de 
elementos, o forma de energía que actual o potencialmente puede producir 
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alteración ambiental de las precedentemente escritas. La contaminación 
puede ser física, química, o biológica; 
 
b.- La degradación, la erosión y el revenimiento de suelos y tierras; 
 
c.- Las alteraciones nocivas de la topografía; 
 
d.- Las alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas; 
 
e.- La sedimentación en los cursos y depósitos de agua; 
 
f.- Los cambios nocivos del lecho de las aguas; 
 
g.- La extinción o disminución cuantitativa o cualitativa de especies 
animales o vegetales o de recursos genéticos. 
 
h.- La introducción, y propagación de enfermedades y de plagas; 
 
i.- La introducción, utilización y transporte de especies animales o 
vegetales dañinas o de productos de sustancias peligrosas; 
 
j.- La alteración perjudicial o antiestética de paisajes naturales; 
 
k.- La disminución o extinción de fuentes naturales de energía primaria; 
 
l.- La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, 
desechos y desperdicios; 
 
m.- El ruido nocivo; 
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n.- El uso inadecuado de sustancias peligrosas; 
 
o.- La eutrificación, es decir, el crecimiento excesivo y anormal de la 
flora en lagos y lagunas; 
 
p.- La concentración de población humana urbana o rural en 
condiciones habitacionales que atenten contra el bienestar y la salud; 
 
 
Ley 472 de 1998: Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución 
Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y 
de grupo y se dictan otras disposiciones. 
 
El Capítulo VI de la ley 472 de 1998 regula la coadyuvancia y las 
medidas cautelares en las acciones populares (República de Colombia, 
1998). 
 
El artículo 25 de la misma ley cumple con el requisito de taxatividad de 
las medidas cautelares al autorizar al juez su decreto en los siguientes 
términos: 
 
Artículo 25. Medidas cautelares. Antes de ser notificada la demanda y 
en cualquier estado del proceso podrá el juez, de oficio o a petición de parte, 
decretar, debidamente motivadas, las medidas previas que estime 
pertinentes para prevenir un daño inminente o para hacer cesar el que se 
hubiere causado. En particular, podrá decretar las siguientes: 
 
a) Ordenar la inmediata cesación de las actividades que puedan 
originar el daño, que lo hayan causado o lo sigan ocasionando; 
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b) Ordenar que se ejecuten los actos necesarios, cuando la conducta 
potencialmente perjudicial o dañina sea consecuencia de la omisión del 
demandado; 
 
c) Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el 
cumplimiento de cualquiera de las anteriores medidas previas; 
 
d) Ordenar con cargo al Fondo para la Defensa de los Derechos e 
Intereses Colectivos los estudios necesarios para establecer la naturaleza del 
daño y las medias urgentes a tomar para mitigarlo. 
 
Parágrafo 1o. El decreto y práctica de las medidas previas no 
suspenderá el curso del proceso. 
 
Parágrafo 2o. Cuando se trate de una amenaza por razón de una 
omisión atribuida a una autoridad o persona particular, el juez deberá ordenar 
el cumplimiento inmediato de la acción que fuere necesaria, para lo cual 
otorgará un término perentorio. Si el peligro es inminente podrá ordenar que 
el acto, la obra o la acción la ejecute el actor o la comunidad amenazada, a 
costa del demandado. 
 
De otro lado, el artículo 26 de la misma ley consagra el derecho de 
oposición del sujeto pasivo de la medida cautelar. 
 
Artículo 26. Oposición a las medidas cautelares. El auto que decrete 
las medidas previas será notificado al demandado simultáneamente con la 
admisión de la demanda y podrá ser objeto de los recursos de reposición y 
de apelación; los recursos se concederán en el efecto devolutivo y deberán 
ser resueltos en el término de cinco días. 
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La oposición a las medidas previas sólo podrá fundamentarse en los 
siguientes casos: 
 
a) Evitar mayores perjuicios al derecho o interés colectivo que se 
pretende proteger; 
 
b) Evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público; 
 
c) Evitar al demandado perjuicios cuya gravedad sea tal que le haga 
prácticamente imposible cumplir un eventual fallo desfavorable. 
 
Corresponde a quien alegue estas causales demostrarlas. 
 
 
Ley 1437 de 2011. Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo contencioso Administrativo. 
 
Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el 
presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por 
finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y del 
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conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán 
por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio. 
 
Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 
medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o de 
suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al 
estado en que se encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, 
cuando fuere posible. 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de 
carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado 
Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación 
que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el 
Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas 
que deba observar la parte demandada para que pueda reanudar el 
procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o 
demolición de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la 
agravación de sus efectos. 
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso 
obligaciones de hacer o no hacer. 
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Parágrafo. Si la medida cautelar implica el ejercicio de una facultad que 
comporte elementos de índole discrecional, el Juez o Magistrado Ponente no 
podrá sustituir a la autoridad competente en la adopción de la decisión 
correspondiente, sino que deberá limitarse a ordenar su adopción dentro del 
plazo que fije para el efecto en atención a la urgencia o necesidad de la 
medida y siempre con arreglo a los límites y criterios establecidos para ello 
en el ordenamiento vigente. 
 
Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de 
sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la 
demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal 
violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
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4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. 
 
Artículo 232. Caución. El solicitante deberá prestar caución con el fin de 
garantizar los perjuicios que se puedan ocasionar con la medida cautelar. El 
Juez o Magistrado Ponente determinará la modalidad, cuantía y demás 
condiciones de la caución, para lo cual podrá ofrecer alternativas al 
solicitante. 
 
La decisión que fija la caución o la que la niega será apelable junto con 
el auto que decrete la medida cautelar; la que acepte o rechace la caución 
prestada no será apelable. 
 
No se requerirá de caución cuando se trate de la suspensión provisional 
de los efectos de los actos administrativos, de los procesos que tengan por 
finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos, de 
los procesos de tutela, ni cuando la solicitante de la medida cautelar sea una 
entidad pública. 
 
Artículo 233. Procedimiento para la adopción de las medidas 
cautelares. La medida cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de 
la demanda y en cualquier estado del proceso. 
 
El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, en auto separado, 
ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para que el 
demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término 
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de cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la 
contestación de la demanda. 
 
Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto admisorio 
de la demanda, no será objeto de recursos. De la solicitud presentada en el 
curso del proceso, se dará traslado a la otra parte al día siguiente de su 
recepción en la forma establecida en el artículo 108 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
El auto que decida las medidas cautelares deberá proferirse dentro de 
los diez (10) días siguientes al vencimiento del término de que dispone el 
demandado para pronunciarse sobre ella. En este mismo auto el Juez o 
Magistrado Ponente deberá fijar la caución. La medida cautelar solo podrá 
hacerse efectiva a partir de la ejecutoria del auto que acepte la caución 
prestada. 
 
Con todo, si la medida cautelar se solicita en audiencia se correrá 
traslado durante la misma a la otra parte para que se pronuncie sobre ella y 
una vez evaluada por el Juez o Magistrado Ponente podrá ser decretada en 
la misma audiencia. 
Cuando la medida haya sido negada, podrá solicitarse nuevamente si 
se han presentado hechos sobrevinientes y en virtud de ellos se cumplen las 
condiciones requeridas para su decreto. Contra el auto que resuelva esta 
solicitud no procederá ningún recurso. 
 
Artículo 234. Medidas cautelares de urgencia. Desde la presentación de 
la solicitud y sin previa notificación a la otra parte, el Juez o Magistrado 
Ponente podrá adoptar una medida cautelar, cuando cumplidos los requisitos 
para su adopción, se evidencie que por su urgencia, no es posible agotar el 
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trámite previsto en el artículo anterior. Esta decisión será susceptible de los 
recursos a que haya lugar. 
 
La medida así adoptada deberá comunicarse y cumplirse 
inmediatamente, previa la constitución de la caución señalada en el auto que 
la decrete. 
 
Artículo 235. Levantamiento, modificación y revocatoria de la medida 
cautelar. El demandado o el afectado con la medida podrá solicitar el 
levantamiento de la medida cautelar prestando caución a satisfacción del 
Juez o Magistrado Ponente en los casos en que ello sea compatible con la 
naturaleza de la medida, para garantizar la reparación de los daños y 
perjuicios que se llegaren a causar. 
 
La medida cautelar también podrá ser modificada o revocada en 
cualquier estado del proceso, de oficio o a petición de parte, cuando el Juez 
o Magistrado advierta que no se cumplieron los requisitos para su 
otorgamiento o que estos ya no se presentan o fueron superados, o que es 
necesario variarla para que se cumpla, según el caso; en estos eventos no 
se requerirá la caución de que trata el inciso anterior. 
 
La parte a favor de quien se otorga una medida está obligada a 
informar, dentro de los tres (3) días siguientes a su conocimiento, todo 
cambio sustancial que se produzca en las circunstancias que permitieron su 
decreto y que pueda dar lugar a su modificación o revocatoria. La omisión del 
cumplimiento de este deber, cuando la otra parte hubiere estado en 
imposibilidad de conocer dicha modificación, será sancionada con las multas 
o demás medidas que de acuerdo con las normas vigentes puede imponer el 
juez en ejercicio de sus poderes correccionales. 
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Artículo 236. Recursos. El auto que decrete una medida cautelar será 
susceptible del recurso de apelación o del de súplica, según el caso. Los 
recursos se concederán en el efecto devolutivo y deberán ser resueltos en un 
término máximo de veinte (20) días. 
 
Las decisiones relacionadas con el levantamiento, la modificación o 
revocatoria de las medidas cautelares no serán susceptibles de recurso 
alguno. 
 
Artículo 237. Prohibición de reproducción del acto suspendido o 
anulado. Ningún acto anulado o suspendido podrá ser reproducido si 
conserva en esencia las mismas disposiciones anuladas o suspendidas, a 
menos que con posterioridad a la sentencia o al auto, hayan desaparecido 
los fundamentos legales de la anulación o suspensión. 
 
Artículo 238. Procedimiento en caso de reproducción del acto 
suspendido. Si se trata de la reproducción del acto suspendido, bastará 
solicitar la suspensión de los efectos del nuevo acto, acompañando al 
proceso copia de este. Esta solicitud se decidirá inmediatamente, cualquiera 
que sea el estado del proceso y en la sentencia definitiva se resolverá si se 
declara o no la nulidad de ambos actos. 
 
La solicitud de suspensión provisional será resuelta por auto del juez o 
Magistrado Ponente, contra el cual proceden los recursos señalados en el 
artículo 236, los que se decidirán de plano. 
 
Artículo 239. Procedimiento en caso de reproducción del acto anulado. 
El interesado podrá pedir la suspensión provisional y la nulidad del acto que 
reproduce un acto anulado, mediante escrito razonado dirigido al juez que 
decretó la anulación, con el que acompañará la copia del nuevo acto. 
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Si el juez o Magistrado Ponente considera fundada la acusación de 
reproducción ilegal, dispondrá que se suspendan de manera inmediata los 
efectos del nuevo acto, ordenará que se dé traslado de lo actuado a la 
entidad responsable de la reproducción y convocará a una audiencia, con el 
objeto de decidir sobre la nulidad. 
 
En esa audiencia, el juez o Magistrado Ponente decretará la nulidad del 
nuevo acto cuando encuentre demostrado que reproduce el acto anulado, y 
compulsará copias a las autoridades competentes para las investigaciones 
penales y disciplinarias a que hubiere lugar. 
 
La solicitud será denegada, cuando de lo debatido en la audiencia se 
concluya que la reproducción ilegal no se configuró. 
 
Artículo 240. Responsabilidad. Salvo los casos de suspensión 
provisional de actos administrativos de carácter general, cuando la medida 
cautelar sea revocada en el curso del proceso por considerar que su decreto 
era improcedente o cuando la sentencia sea desestimatoria, el solicitante 
responderá patrimonialmente por los perjuicios que se hayan causado, los 
cuales se liquidarán mediante incidente promovido dentro de los treinta (30) 
días siguientes a la ejecutoria de la providencia. 
 
Las providencias que resuelvan el incidente de responsabilidad de que 
trata este artículo serán susceptibles del recurso de apelación o de súplica, 
según el caso. 
 
Artículo 241. Sanciones. El incumplimiento de una medida cautelar dará 
lugar a la apertura de un incidente de desacato como consecuencia del cual 
se podrán imponer multas sucesivas por cada día de retardo en el 
cumplimiento hasta por el monto de dos (2) salarios mínimos mensuales 
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legales vigentes a cargo del renuente, sin que sobrepase cincuenta (50) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
La sanción será impuesta al representante legal de la entidad o director 
de la entidad pública o al particular responsable del cumplimiento de la 
medida cautelar por la misma autoridad judicial que profirió la orden, 
mediante trámite incidental y será susceptible de los recursos de apelación 
en los procesos de doble instancia y de súplica en los de única instancia, los 
cuales se decidirán en el término de cinco (5) días. 
 
El incumplimiento de los términos para decidir sobre una medida 
cautelar constituye falta grave. 
 
 
Radicación Número 54-001-33-33-006-2014-01069-00.  Acción Popular 
– Del recurso de reposición en subsidio de apelación interpuesto por: 
Inversiones Golf Tennis S.A., Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito 
de Cúcuta. 
 
Cuaderno del recurso contra la Acción popular interpuesta por Jorge Hernán 
Flórez Buitrago, Carmen Cecilia Conde Buitrago, Annett Xamira Wilches 
Arévalo, contra el Municipio de San José de Cúcuta, Concejo Municipal de 
San José de Cúcuta, Corporación Autónoma de la Frontera Nororiental 
Corponor y otros. 
 
 
 
 
7 
 
Radicación Número 54-001-33-33-006-2014-01069-00.  Acción Popular 
interpuesta por apoderado, Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 
Cúcuta. 
 
Acción popular interpuesta con el objeto de que se suspenda la actividad 
derivada del acto administrativo Resolución 00363 de 02 de julio de 2014, 
expedida por la Corporación Autónoma de la Frontera Nororiental 
CORPONOR, por la cual autoriza la tala de 841 árboles para la realización 
del Centro Comercial Tennis Park Plaza, teniendo en cuenta la vulneración 
de derechos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
7 
 
DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
Tipo de investigación 
 
El trabajo a realizar es de naturaleza jurídica y de tipo analítico - descriptivo,  
ya que con él mismo se busca analizar la eficacia que han tenido las medidas 
cautelares consagradas en la Ley 1437 de 2011, para prever el daño 
ambiental, con la acción popular, especialmente en el caso del proyecto de 
construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf Tennis S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta. 
 
 Por tratarse de una investigación jurídica, se analizarán los elementos 
normativos y jurisprudenciales que han servido de fundamento para 
interponer la acción popular y el decreto de las medidas cautelares, así como 
la legislación que protege el medio ambiente. 
 
 A su vez la parte descriptiva, permitirá identificar la clasificación de las 
medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 del 18 de enero de 2011, 
por la cual se expide el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo; así como caracterizar la medida cautelar que 
solicita se decrete en la acción popular de protección al medio ambiente,  
interpuesta por la construcción de un Centro Comercial en los predios de la 
Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de 
Cúcuta; y finalmente, examinar los fundamentos jurídicos bajo los cuales fue 
estructurada y decretada la medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto 
Administrativo de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de 
Construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta. 
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Método de investigación 
 
Por ser un trabajo jurídico, que requiere principalmente del estudio de la 
norma, se hará uso de la hermenéutica jurídica, para analizar la legislación. 
 
Además,  se hará uso del método lógico – inductivo, ya que a través 
de él se aplican los principios descubiertos a casos particulares, es decir, se 
estudiará la eficacia que han tenido las medidas cautelares consagradas en 
la Ley 1437 de 2011, para prever el daño ambiental, con la acción popular, 
especialmente en el caso del proyecto de construcción de un Centro 
Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf Tennis S.A. en el 
Municipio de San José de Cúcuta, a partir de los elementos normativos y 
jurisprudenciales. 
 
Población y muestra 
 
No se contempla en esta investigación, la realización de encuestas o 
entrevistas a un grupo poblacional, por lo cual no existe población, ni 
muestra. 
 
Se aclara que se usara el siguiente determinante de fuentes:   
 
Cuadro 1. Determinante de fuentes 
NORMATIVIDAD JURISPRUDENCIA 
EXPEDIENTE 
PROCESO 
Bloque de 
constitucionalidad. 
Constitución Política de 
1991. 
Normas ambientales. 
Ley 1437 de 2011 – 
Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo 
La emitida por el 
Consejo de Estado. 
Sobre temas 
relacionados con el 
ordenamiento 
ambiental y sobre la 
aplicación de las 
medidas cautelares de 
Acción popular 
interpuesta por Jorge 
Hernán Flórez Buitrago, 
Carmen Cecilia Conde 
Buitrago, Annett Xamira 
Wilches Arévalo, contra 
el Municipio de San 
José de Cúcuta, 
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Contencioso 
Administrativo.  
la ley 1437 de 2011.    Concejo Municipal de 
San José de Cúcuta, 
Corporación Autónoma 
de la Frontera 
Nororiental Corponor y 
otros. 
Anexo C   Anexo D Anexo E 
 
 
Instrumentos de recolección de información 
 
Solo será necesario recopilar alguna información documental; así como la 
legislación ambiental y que regula las acciones populares, por lo cual se 
utilizarán dos instrumentos; el primero de ellos, es una matriz de análisis 
documental (Anexo A); y el segundo, consiste en una matriz de análisis 
normativo. (Anexo B). 
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EFICACIA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES CONSAGRADAS EN LA LEY 
1437 DE 2011 PARA PREVER EL DAÑO AMBIENTAL CON LA ACCIÓN 
POPULAR – CASO DE ESTUDIO PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE 
UN CENTRO COMERCIAL EN LOS PREDIOS DE LA SOCIEDAD 
INVERSIONES GOLF TENIS S.A. EN EL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE 
CÚCUTA. 
 
Antes de la expedición de la Ley 1437 del 18 de enero de 2011, por la cual 
se expide el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, que consagra las nuevas medidas cautelares, el 
ordenamiento jurídico contaba con la Ley 472 de 1998 (medidas cautelares 
de las acciones populares), por lo que a continuación se realiza un análisis 
comparativo, entre lo establecido en las dos leyes. 
 
Cuadro 2. Medidas cautelares Ley 472 de 1998 y Ley 1437 de 2011 
 
MEDIDAS CAUTELARES 
 
Acciones populares y de grupo 
Ley 472 de 1998 
Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA) 
Ley 1437 del 2011 
Artículo 25º.- Medidas Cautelares. 
Antes de ser notificada la demanda y 
en cualquier estado del proceso 
podrá el juez, de oficio o a petición 
de parte, decretar, debidamente 
motivadas, las medidas previas que 
estime pertinentes para prevenir un 
daño inminente o para hacer cesar el 
que se hubiere causado. En 
particular, podrá decretar las 
siguientes: 
 
a) Ordenar la inmediata cesación de 
las actividades que puedan originar 
el daño, que lo hayan causado o lo 
sigan ocasionando: 
 
b) Ordenar que se ejecuten los actos 
ARTÍCULO 230. CONTENIDO Y 
ALCANCE DE LAS MEDIDAS 
CAUTELARES. Las medidas 
cautelares podrán ser preventivas, 
conservativas, anticipativas o de 
suspensión, y deberán tener relación 
directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. Para el 
efecto, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar una o varias de las 
siguientes medidas: 
 
1. Ordenar que se mantenga la 
situación, o que se restablezca al 
estado en que se encontraba antes 
de la conducta vulnerante o 
amenazante, cuando fuere posible. 
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necesarios, cuando la conducta 
potencialmente perjudicial o dañina 
sea consecuencia de la omisión del 
demandado; 
 
c) Obligar al demandado a prestar 
caución para garantizar el 
cumplimiento de cualquiera de las 
anteriores medidas previas; 
 
d) Ordenar con cargo al Fondo para 
la Defensa de los Derechos e 
Intereses Colectivos los estudios 
necesarios para establecer la 
naturaleza del daño y las medidas 
urgentes a tomar para mitigarlo. 
 
Parágrafo 1º.- El decreto y práctica 
de las medidas previas no 
suspenderá el curso del proceso. 
2. Suspender un procedimiento o 
actuación administrativa, inclusive de 
carácter contractual. A esta medida 
solo acudirá el Juez o Magistrado 
Ponente cuando no exista otra 
posibilidad de conjurar o superar la 
situación que dé lugar a su adopción 
y, en todo caso, en cuanto ello fuere 
posible el Juez o Magistrado Ponente 
indicará las condiciones o señalará 
las pautas que deba observar la parte 
demandada para que pueda 
reanudar el procedimiento o 
actuación sobre la cual recaiga la 
medida. 
 
3. Suspender provisionalmente los 
efectos de un acto administrativo. 
 
4. Ordenar la adopción de una 
decisión administrativa, o la 
realización o demolición de una obra 
con el objeto de evitar o prevenir un 
perjuicio o la agravación de sus 
efectos. 
 
5. Impartir órdenes o imponerle a 
cualquiera de las partes del proceso 
obligaciones de hacer o no hacer. 
 
PARÁGRAFO. Si la medida cautelar 
implica el ejercicio de una facultad 
que comporte elementos de índole 
discrecional, el Juez o Magistrado 
Ponente no podrá sustituir a la 
autoridad competente en la adopción 
de la decisión correspondiente, sino 
que deberá limitarse a ordenar su 
adopción dentro del plazo que fije 
para el efecto en atención a la 
urgencia o necesidad de la medida y 
siempre con arreglo a los límites y 
criterios establecidos para ello en el 
ordenamiento vigente. 
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Clasificación de las medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 del 18 
de enero de 2011, por la cual se expide el nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
 
En la Ley 1437 de 2011, las medidas cautelares aparecen previstas en la 
Parte Segunda, Título V,  Capítulo XI, el cual a su vez se divide en dos 
títulos, el primero de ellos dedicado a las medidas cautelares propiamente 
dichas, mientras que el segundo se ocupa de las cauciones. 
 
La Ley 1437 de 2011,  estableció desde su Artículo 229 hasta el 241 
las nuevas pautas para la realización (requisitorias, ordenación judicial y 
práctica) de las medidas cautelares preventivas, conservativas, anticipativas 
o de suspensión a decretar en cualquier estado de todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo.  
 
El artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, consagró la procedencia de 
las medidas cautelares, así: 
 
ARTÍCULO 229. PROCEDENCIA DE MEDIDAS CAUTELARES. 
En todos los procesos declarativos que se adelanten ante esta 
jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la 
demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte 
debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente 
decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, 
el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo 
con lo regulado en el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
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PARÁGRAFO. Las medidas cautelares en los procesos que 
tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e 
intereses colectivos del conocimiento de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo se regirán por lo dispuesto en este 
capítulo y podrán ser decretadas de oficio. 
 
El artículo 229 le da una amplia facultad al juez para que decrete las 
medidas cautelares que estime necesarias para proteger y garantizar, 
temporalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. En esa 
misma disposición se indica que las medidas cautelares proceden: (i) en 
cualquier momento, (ii) a petición de parte -debidamente sustentada- y (iii) en 
todos los procesos declarativos promovidos ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Solo se le permite al juez de oficio decretar 
medidas cautelares en aquellos que busquen la defensa de los derechos e 
intereses colectivos. 
 
Por su parte el artículo 230 del CPACA, aborda los alcances de las 
medidas, los cuales están planteados en cada uno de los numerales al tenor 
de los cuales podrán decretarse las medidas cautelares: 
 
ARTÍCULO 230. CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS MEDIDAS 
CAUTELARES. Las medidas cautelares podrán ser preventivas, 
conservativas, anticipativas o de suspensión, y deberán tener 
relación directa y necesaria con las pretensiones de la demanda. 
Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar una o 
varias de las siguientes medidas: 
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al 
estado en que se encontraba antes de la conducta vulnerante o 
amenazante, cuando fuere posible. 
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2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, 
inclusive de carácter contractual. A esta medida solo acudirá el 
Juez o Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de 
conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en 
todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado 
Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba 
observar la parte demandada para que pueda reanudar el 
procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto 
administrativo. 
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la 
realización o demolición de una obra con el objeto de evitar o 
prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos. 
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del 
proceso obligaciones de hacer o no hacer. 
 
PARÁGRAFO. Si la medida cautelar implica el ejercicio de una 
facultad que comporte elementos de índole discrecional, el Juez o 
Magistrado Ponente no podrá sustituir a la autoridad competente 
en la adopción de la decisión correspondiente, sino que deberá 
limitarse a ordenar su adopción dentro del plazo que fije para el 
efecto en atención a la urgencia o necesidad de la medida y 
siempre con arreglo a los límites y criterios establecidos para ello 
en el ordenamiento vigente. 
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Es decir, que las partes pueden pedir las medidas que consideren 
necesarias y el juez decretarlas, desarrollando los contenidos desplegados a 
través de sus 5 numerales. 
 
El artículo 230 clasifica las medidas cautelares en preventivas (num. 
4), conservativas (num. 1 primera parte), anticipativas o de suspensión 
(nums. 1 segunda parte, 2 y 3).  
 
 Por su parte, el artículo 231, contiene los requisitos para decretar las 
medidas cautelares, así: 
 
ARTÍCULO 231. REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS 
CAUTELARES. Cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá 
por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en 
la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación 
surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las 
pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se 
pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia 
de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes 
cuando concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, 
la titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
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3. Que el demandante haya presentado los documentos, 
informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 
mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría 
más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 
concederla. 
 
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes 
condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio 
irremediable, o 
 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse 
la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. 
 
Al tenor de este artículo se puede deducir que se establecieron 
diferentes requisitos según se pretenda la suspensión provisional dicho sea 
de paso única medida cautelar del Decreto 01 de 1984 o cualquier otra 
medida cautelar de las incorporadas en el CPACA. 
 
Como requisitos para que proceda una medida cautelar se resaltan, 
los siguientes (art. 231): - Que la demanda esté razonablemente fundada en 
derecho. - Que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, 
la titularidad del derecho o de los derechos invocados. - Que el demandante 
haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 
justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de 
intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida 
cautelar que concederla. - Que, adicionalmente, se cumpla una de las 
siguientes condiciones: a) Que al no otorgarse la medida se cause un 
perjuicio irremediable, o b) Que existan serios motivos para considerar que 
7 
 
de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. La 
norma en su parte inicial (art. 231) señala que cuando se pide la nulidad de 
un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procede por 
violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que 
se presente en escrito separado. Cuando además se pretende el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios, deben 
probarse la existencia de los mismos. 
 
En el artículo 232 del CPACA se fija la caución que el solicitante 
deberá prestar con el fin de garantizar los perjuicios que se puedan ocasionar 
con la medida cautelar, así 
 
ARTÍCULO 232. Caución. El solicitante deberá prestar caución 
con el fin de garantizar los perjuicios que se puedan ocasionar con 
la medida cautelar. El Juez o Magistrado Ponente determinará la 
modalidad, cuantía y demás condiciones de la caución, para lo 
cual podrá ofrecer alternativas al solicitante. 
 
La decisión que fija la caución o la que la niega será apelable junto 
con el auto que decrete la medida cautelar; la que acepte o 
rechace la caución prestada no será apelable. 
 
 De acuerdo a lo allí establecido, se concreta la obligación del 
demandante para prestar caución constituyéndose en una garantía por los 
perjuicios que se llegaran a causar al demandado al haberse decretado la 
medida cautelar.  
 
El artículo 232 le impone al solicitante de la medida cautelar que 
preste una caución para garantizar los perjuicios que se puedan producir con 
la medida cautelar. No se requerirá de caución cuando se trate de: 1. La 
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suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos; 2. Los 
procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e 
intereses colectivos; 3. Los procesos de tutela; y, 4. Cuando la solicitante de 
la medida cautelar sea una entidad pública.  Además, la caución la debe fijar 
el juez o el magistrado ponente, bien en auto antes de admitir la demanda o 
en las audiencias, y la decisión es apelable. 
 
El artículo 233 del CPACA por su parte establece el procedimiento 
para la adopción de las medidas cautelares, así: 
 
ARTÍCULO 233. PROCEDIMIENTO PARA LA ADOPCIÓN DE 
LAS MEDIDAS CAUTELARES. La medida cautelar podrá ser 
solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier 
estado del proceso. 
 
El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, en auto 
separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida 
cautelar para que el demandado se pronuncie sobre ella en escrito 
separado dentro del término de cinco (5) días, plazo que correrá 
en forma independiente al de la contestación de la demanda. 
 
Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto 
admisorio de la demanda, no será objeto de recursos. De la 
solicitud presentada en el curso del proceso, se dará traslado a la 
otra parte al día siguiente de su recepción en la forma establecida 
en el artículo 108 del Código de Procedimiento Civil. 
 
El auto que decida las medidas cautelares deberá proferirse 
dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento del término 
de que dispone el demandado para pronunciarse sobre ella. En 
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este mismo auto el Juez o Magistrado Ponente deberá fijar la 
caución. La medida cautelar solo podrá hacerse efectiva a partir 
de la ejecutoria del auto que acepte la caución prestada. 
 
Con todo, si la medida cautelar se solicita en audiencia se correrá 
traslado durante la misma a la otra parte para que se pronuncie 
sobre ella y una vez evaluada por el Juez o Magistrado Ponente 
podrá ser decretada en la misma audiencia. 
 
Cuando la medida haya sido negada, podrá solicitarse 
nuevamente si se han presentado hechos sobrevinientes y en 
virtud de ellos se cumplen las condiciones requeridas para su 
decreto. Contra el auto que resuelva esta solicitud no procederá 
ningún recurso. 
 
De acuerdo a lo anterior, la medida cautelar puede no solamente ser 
solicitada desde la presentación de la demanda, sino en cualquier estado del 
proceso, ampliándose de esta manera la oportunidad de tener acceso a una 
medida cautelar. 
 
En resumen, el trámite que debe dársele a la solicitud de medida 
cautelar, según el artículo 233, es el siguiente: Al admitirse la demanda, el 
juez en auto separado debe correr traslado de la solicitud al demandado para 
que se pronuncie dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la 
providencia. El funcionario judicial que conozca del asunto también tendrá 
que correr traslado cuando se pida el decreto de una medida cautelar en 
cualquier otra etapa del proceso. Vencido el término de traslado, el juez tiene 
diez (10) días para decidir mediante auto sobre la medida cautelar pedida, en 
esa misma providencia debe determinar la caución. 
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Si la solicitud se formula en el curso de una audiencia, debe correrse 
el respectivo traslado durante esa diligencia y, una vez la otra parte se 
pronuncie, el juez evalúa si la decreta en la misma audiencia. 
 
En el artículo 234 del CPACA, prevé las medidas cautelares de 
urgencia que procederán cuando por su urgencia no pueda agotarse el 
trámite previsto, así:  
 
ARTÍCULO 234. MEDIDAS CAUTELARES DE URGENCIA. Desde 
la presentación de la solicitud y sin previa notificación a la otra 
parte, el Juez o Magistrado Ponente podrá adoptar una medida 
cautelar, cuando cumplidos los requisitos para su adopción, se 
evidencie que por su urgencia, no es posible agotar el trámite 
previsto en el artículo anterior. Esta decisión será susceptible de 
los recursos a que haya lugar. 
 
La medida así adoptada deberá comunicarse y cumplirse 
inmediatamente, previa la constitución de la caución señalada en 
el auto que la decrete. 
 
En este artículo, una de las situaciones de urgencia puede ser la 
contemplada por el último inciso del artículo 97, en la cual la Administración 
carece de competencia para revocar un acto administrativo de contenido 
particular cuando ella advierta que se obtuvo por medios fraudulentos, caso 
en el cual está obligada a demandarlo y pedir las medidas cautelares, las 
cuales seguramente serán urgentes. 
 
El artículo 234 del CPACA permite al juez omitir el trámite previsto en 
el artículo 233 ib. y decretar una medida cautelar, siempre que estén 
cumplidos los requisitos del artículo 231 y sea evidente la urgencia de 
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ordenarla. En ese evento en particular no se notifica previamente al 
demandado de la solicitud de medida cautelar. La diferencia concreta entre 
las medidas cautelares a las que hace referencia el artículo 230 del 
C.P.A.C.A. y la medida cautelar de urgencia del 234 ib. es el traslado que 
debe hacerse a la parte contraria de la solicitud de tales medidas (art. 233), 
pues en las primeras es obligatorio pero en la segunda, dada la urgencia de 
adoptarla no es posible agotar ese trámite. 
 
Por su parte, el artículo 235 del CPACA, establece lo relacionado con 
el levantamiento, modificación, y revocatoria de la medida cautelar, así:  
 
ARTÍCULO 235. LEVANTAMIENTO, MODIFICACIÓN Y 
REVOCATORIA DE LA MEDIDA CAUTELAR. El demandado o el 
afectado con la medida podrá solicitar el levantamiento de la 
medida cautelar prestando caución a satisfacción del Juez o 
Magistrado Ponente en los casos en que ello sea compatible con 
la naturaleza de la medida, para garantizar la reparación de los 
daños y perjuicios que se llegaren a causar. 
 
La medida cautelar también podrá ser modificada o revocada en 
cualquier estado del proceso, de oficio o a petición de parte, 
cuando el Juez o Magistrado advierta que no se cumplieron los 
requisitos para su otorgamiento o que estos ya no se presentan o 
fueron superados, o que es necesario variarla para que se cumpla, 
según el caso; en estos eventos no se requerirá la caución de que 
trata el inciso anterior. 
 
La parte a favor de quien se otorga una medida está obligada a 
informar, dentro de los tres (3) días siguientes a su conocimiento, 
todo cambio sustancial que se produzca en las circunstancias que 
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permitieron su decreto y que pueda dar lugar a su modificación o 
revocatoria. La omisión del cumplimiento de este deber, cuando la 
otra parte hubiere estado en imposibilidad de conocer dicha 
modificación, será sancionada con las multas o demás medidas 
que de acuerdo con las normas vigentes puede imponer el juez en 
ejercicio de sus poderes correccionales. 
 
Como característica importante dentro del proceso que se surte en el 
desarrollo de estas nuevas medidas cautelares está la posibilidad de 
modificar, cambiar o levantar la medida cautelar si las circunstancias así lo 
ameritan, justamente una de las características de las medidas cautelares es 
su provisionalidad 
 
 En el artículo 236 del CPACA, se destaca lo fijado sobre los recursos 
que proceden contra la medida cautelar, así: 
 
ARTÍCULO 236. RECURSOS. El auto que decrete una medida 
cautelar será susceptible del recurso de apelación o del de súplica, 
según el caso. Los recursos se concederán en el efecto devolutivo 
y deberán ser resueltos en un término máximo de veinte (20) días. 
 
Las decisiones relacionadas con el levantamiento, la modificación 
o revocatoria de las medidas cautelares no serán susceptibles de 
recurso alguno 
 
 Al respecto, los recursos procedentes, que son los de apelación y 
súplica; el primero de ellos cuando la providencia sea pronunciada por el juez 
o magistrado ponente en la primera instancia, y el segundo en los procesos 
de única instancia cuando los autos interlocutorios correspondientes sean 
dictados por jueces colegiados. Cuando las providencias las dicta el juez 
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administrativo en los procesos de única instancia, sólo cabrá la reposición. El 
recurso se concede en el efecto  devolutivo, y deberá decidirse en un plazo 
máximo de veinte días. 
 
Finalmente, en relación a lo establecido respecto de las medidas 
cautelares, se encuentran las sanciones por incumplimiento de una medida 
cautelar, fijadas en el artículo 241 del CPACA señala: 
 
Artículo 241. Sanciones. El incumplimiento de una medida cautelar 
dará lugar a la apertura de un incidente de desacato como 
consecuencia del cual se podrán imponer multas sucesivas por 
cada día de retardo en el cumplimiento hasta por el monto de dos 
(2) salarios mínimos mensuales legales vigentes a cargo del 
renuente, sin que sobrepase cincuenta (50) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 
 
La sanción será impuesta al representante legal de la entidad o 
director de la entidad pública o al particular responsable del 
cumplimiento de la medida cautelar por la misma autoridad judicial 
que profirió la orden, mediante trámite incidental y será susceptible 
de los recursos de apelación en los procesos de doble instancia y 
de súplica en los de única instancia, los cuales se decidirán en el 
término de cinco (5) días.  El incumplimiento de los términos para 
decidir sobre una medida cautelar constituye falta grave. 
 
 Es decir, que el incumplimiento de una medida cautelar, dará lugar a 
una sanción al responsable del cumplimiento de la medida, por la misma 
autoridad que profirió la orden, mediante trámite incidental y en los términos 
estipulados en el artículo 241 del C.P.A.C.A. 
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La medida cautelar que solicita se decrete en la acción popular de protección 
al medio ambiente,  interpuesta por la construcción de un Centro Comercial 
en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio 
de San José de Cúcuta. 
 
 Para precisar la medida cautelar que solicita se decrete en la acción 
popular de protección al medio ambiente,  interpuesta por la construcción de 
un Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis 
S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta, es importante hacer un breve 
resumen de los hechos que dieron lugar a la interposición de esta acción 
popular. 
 
 
Hechos que dieron lugar a la acción popular de protección al medio ambiente 
  
 La Sociedad de Inversiones Golf Tennis S.A., solicitó ante la 
Curaduría Urbana Nº 1  de la ciudad de Cúcuta, la  licencia de urbanismo de 
terrenos de un  predio de su propiedad de  área 142.155,68 m2  de  
intervención, localizado entre la  avenida Cero, Avenida Pinar del Rio, Rio 
Pamplonita, colindante  con el Colegio Santo Ángel – Caño El Burro  al 
medio, para el  desarrollo del proyecto Urbanización El Retiro. 
 
 Ante lo anterior, la Curaduría Urbana Nº 1, concedió la licencia de 
urbanismo No.LU - 54001-1-13-0145 DE 22 de octubre de 2013, a 
Inversiones Golf Tennis S.A., del lote que hace parte de la Rinconada, lote 
localizado entre la Avenida Cero, Avenida Pinar del Rio, Rio Pamplonita, 
colindante con el Colegio Santo Ángel - Caño el Burro al Medio,  la cual fue 
otorgada para un Área de intervención 142.155,68 m2. 
 
 Sin embargo, en opinión de los demandantes, la Licencia de 
Urbanismo LU- 54001-1-13-0145 de 22 de Octubre de 2013, se otorgó sin 
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tener en cuenta la normatividad vigente con referencia a: (a) la demarcación 
de la Ronda Hídrica y la cota de inundación (que a la fecha no se 
encuentra determinada conforme a lo establecido en la Ley 1450 de 2011, 
cuya vigencia es del 16  de junio de  2011 y se desconoce hasta donde es su 
alcance) y (b) obligación de presentar autorización de intervención 
arqueológica aprobada por el ICANH Ley 1185 de 2008 y Decreto 763 de 
2009. 
 
 De acuerdo a lo anteriormente expuesto, los demandantes consideran 
que la Licencia de Urbanismo LU- 54001-1-13-0145 de 22 de Octubre de 
2013, amenaza la destrucción de ciento cuarenta y dos mil ciento cincuenta y 
cinco metros cuadrados 142.155,68 m2 de área verde (pastos y grama) y la 
TALA de más de CINCO MIL (5,000) especies vegetales y especies de fauna 
como ardillas, iguanas, diversidad de garzas y aves entre ellas azulejos, 
toches, mosqueros, piríngas, pechirrojo, etc., muchas más.  
 
 En el relato de los hechos, los demandantes exponen que el  área  a  
destruir  ha  sido desde tiempos inmemoriales PATRIMONIO HISTÓRICO 
CULTURAL, PAISAJÍSTICO, RESERVA FAUNÍSTICA y del EJE 
AMBIENTAL de Cúcuta y toda su área metropolitana regado por lo poco que 
sobrevive del Rio Pamplonita.   Además, que en dicha área se encuentran 
cinco humedales ubicados en el terreno del Club Tennis, los cuales han sido 
reconocidos por CORPONOR. 
  
 Asimismo, se expone en la demanda, que la ejecución de los diseños 
de las obras de Construcción del CENTRO COMERCIAL TENNIS PARK 
PLAZA planteados por la firma Constructora OSPINAS Y CÍA S.A. y 
presentados por Fiduciaria Bogotá para el trámite de la licencia de 
construcción LC 54001-1-14-0047 DEL 10 de 2.014, implican: (a) la TALA de 
OCHOCIENTOS CUARENTA Y UN (841) árboles, (b) poda de despeje y 
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formación de TREINTA Y CINCO (35) árboles y traslado de DIEZ (10) 
arboles, (c) la destrucción de 22.656.61m2 de área verde (pastos y grama), 
(d) la afectación, amenaza, reubicación de la fauna existente en el lugar 
como ardillas, nutrías, iguanas, aves, como el "Cardenalito", reptiles, etc., y 
(e) la canalización del caño natural conocido con como "Cano el Burro". 
 
 Haciendo relación a los árboles, se plantea que entre los servicios 
ambientales que prestan los árboles que componen este inventario: (a) 
sumidero del carbono que diariamente liberarnos a la atmosfera en la ciudad 
de Cúcuta; (b) zona de amortización del CO2 que diariamente aportan 
vehículos; c) Regulación microclimática que resulta en una disminución de la 
temperatura (d) control de la radiación solar y del albedo; (e) protege los 
suelos frente a eventos de lluvia; (f) reguladores de la calidad del aire; (g) es 
hábitat de multiplicidad de especies, no solo porque proveen de hogar a 
algunas de ellas, sino también de alimentación v descanso. 
 
 
Medidas cautelares solicitadas 
 
Con base a los anteriores hechos solicita el demandante de la manera más 
respetuosa conceda las siguientes medidas cautelares:  
 
 1. La suspensión inmediata de la Resolución Nº 00363   de 02 de Julio 
de 2014, expedida por la CORPORACIÓN AUTÓNOMA DE LA FRONTERA 
NORORIENTAL- CORPONOR, por la cual Autoriza la poda de 841 Árboles 
para la realización del centro comercial TENNIS PARK PLAZA.  
 
 2. La suspensión inmediata de la licencia de urbanismo Nº LU- 54001-
1-13-0145 de 22 de Octubre de 2013, solicitada por INVERSIONES GOLF 
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TENNIS S.A., en el cual solicita la urbanización de 143.000 metros 
cuadrados del predio en mención. 
 
3. La suspensión inmediata de la licencia de construcción Nº LC- 
54001-1-14-0047 del 10 de abril de 2.014.  solicitada   por  FIDUCIARIA  
BOGOTÁ,   para   la intervención  de la  manzana A de  la  urbanización  el  
retiro,  en el cual se desarrollara la construcción del centro comercial de 
propiedad de OSPINA & CÍA., denominado TENNIS PARK PLAZA, el cual se 
desarrollara en una extensión de 23.000 metros cuadrados.  
 
Se hace esta solicitud de manera URGENTE al RIESGO INMINENTE 
A UN DAÑO AMBIENTAL IRREPARABLE, al que está expuesta la Ciudad si 
se autoriza las licencias y permisos anteriormente mencionados.  
 
De acuerdo a lo anterior, se infiere que la medida cautelar que 
solicitan los demandantes que se decrete es una de carácter preventivo, 
dirigida a operar como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda 
consolidar una afectación a un derecho, en este caso un derecho colectivo, 
con la afectación al medio ambiente por la tala de los 841 árboles que se 
encuentran en el sitio donde se pretende construir el Centro Comercial antes 
mencionado. 
 
 
Fundamento normativo de la solicitud de la medida cautelar 
 
La solicitud de la medida cautelar, se hace con base en lo consagrado en el 
artículo 234 de la Ley 1437 de 2011 CPACA. 
 
 Para la solicitud en sí, de las medidas cautelares, se tuvo en cuenta lo 
expresado por las Altas Cortes con respecto a la protección del MEDIO 
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AMBIENTE y a la declaratoria del mismo como un DERECHO 
FUNDAMENTAL de los ciudadanos, especialmente lo consagrado por la 
Corte Constitucional, en Sentencia C-359 de 1996, M.P. Antonio Barrera:  
 
La jurisprudencia constitucional, al proteger el derecho colectivo al 
medio ambiente, ha venido incorporando principios fundamentales 
como por ejemplo: - El principio de precaución contenido en el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica adoptado en Río de 
Janeiro en 1992 según el cual "Cuando exista peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces para impedir la degradación del medio 
ambiente". -También se ha incorporado a la jurisprudencia el 
principio de que "el que contamina paga" el cual se aplica en 
relación, entre otros, con las tasas retributivas.  
 
El Convenio ( Convenio Internacional sobre responsabilidad civil 
nacida de daños debidos   a   contaminación    sobre  
hidrocarburos)   consulta  en   un   todo el sistema normativo 
ambiental contenido en la Constitución y al cual se hizo referencia 
y  desarrolla los principios que rigen la responsabilidad en materia 
ambiental en el sentido de que todo aquel que casusa un daño al 
ambiente debe indemnizarlo, indemnización que comprende 
diferentes variables, es decir, que no está solo destinada a reparar 
o restaurar o sustituir los elementos ambientales afectados, sino 
también a minimizar o reducir sus efectos y a reparar los perjuicios 
a las víctimas que han sufrido en concreto el daño".  
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 Además, la solicitud también fue fundamentada en la vulneración de los 
siguientes derechos colectivos consagrados en el Art. 4 de la Ley 472 de 
1998:  
 
 a) El Derecho al goce a un ambiente sano, de conformidad con lo 
establecido en la constitución en el Art, 79., el cual reza lo siguiente: "todas 
las personas tienen Derecho a gozar de un ambiente sano. La Ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines", la Ley y disposiciones 
reglamentarias. 
 
 b) Moralidad Administrativa, literal (b). 
 
 c) Derecho a la existencia de un equilibrio ecológico, manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación   restauración   o   sustitución.   La   
conservación  de  las  especies animales y vegetales, la protección de áreas 
de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en  las zonas 
fronterizas,  así como los demás intereses  de  la  comunidad  con  la  
preservación  y restauración  del  medio ambiente, literal (c). 
 
 d) La defensa al patrimonio cultural de la Nación, literal (f). 
 
 e) El  derecho  a   la  realización  de  construcciones,  edificaciones  y  
desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera 
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ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los 
habitantes literal (m). 
 
Los anteriores derechos colectivos son los que se consideran 
afectados y amenazados los demandantes por la omisión y negligencia del 
municipio de San José de Cúcuta, en cabeza de la Alcaldía y el Concejo 
Municipal, de la Corporación Autónoma Nororiental de la Frontera-
CORPONOR, la Curaduría Urbana Nº 1, INVERSIONES GOLF TENNIS S.A. 
y OSPINAS & CÍA, S.A., en el desarrollo del proyecto urbanístico y comercial 
URBANIZACIÓN EL RETIRO - CENTRO COMERCIAL TENNIS PARK 
PLAZA a desarrollar en los predios de propiedad de INVERSIONES GOLF 
TENNIS S.A y OSPINAS & CÍA S.A.  
 
 
Pretensiones (solicitud de la medida cautelar preventiva) 
 
Con fundamento en la finalidad PREVENTIVA de la Acción Popular 
consignada en el Art. 29 de la Ley 472 de 1998, se solicita al despacho:  
 
PRIMERA: DECLARAR: que el Municipio de San José de Cúcuta, 
en cabeza de la ALCALDÍA MUNICIPAL, el CONCEJO 
MUNICIPAL, la CORPORACIÓN AUTÓNOMA DE LA FRONTERA 
NORORIENTAL- CORPONOR, INVERSIONES GOLF TENNIS 
S.A- y OSPINAS & ClA., como consecuencia de sus actuaciones 
omisivas y negligentes en el cumplimiento de sus funciones, han 
violentado los siguientes derechos colectivos consagrados en el 
Art, 4 de la Ley 472 de 1998. 
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a- El  goce  a   un ambiente  sano,  de conformidad  con   lo   
establecido  en  la Constitución, la Ley y las disposiciones 
reglamentarias (Numeral A)  
 
b- La existencia de un equilibrio ecológico, manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración 
o sustitución. La conservación de las especies animales y 
vegetales, la protección de áreas de especial importancia 
ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, 
así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la 
preservación y restauración del medio ambiente. (Numeral C). 
 
c- Al goce del espacio público y la utilización y defensa de bienes 
de uso público, entendiéndose como uso público el oxígeno 
producido por los arboles objeto de esta acción, (Numeral D). 
 
d- A la  realización  de  las construcciones,  edificaciones y 
desarrollos  urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de 
manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 
vida de los habitantes, (numeral M). 
 
e- La defensa del patrimonio público, en el entendido de 
patrimonio público el derecho a un ambiente sano, producto del 
oxígeno producido por los árboles en cuestión. 
 
SEGUNDA: DECLARAR La suspensión de la actividad derivada 
del Acto Administrativo Resolución  Nº 00363 de 02 de Julio de 
2014, expedida por la CORPORACIÓN AUTÓNOMA DE LA 
FRONTERA NORORIENTAL- CORPONOR, por la cual se 
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autoriza la TALA de 841 Árboles para la realización del centro 
comercial TENNIS PARK PLAZA, teniendo en cuenta la 
vulneración de los anteriores Derechos. 
 
TERCERA: SUSPENDER cualquier actividad arbórea que incluya 
tala, trasplante o poda, como medida de protección de los 
Derechos Colectivos alegados. 
 
CUARTA. ORDENAR  a la ALCALDÍA MUNICIPAL, presentar de  
carácter URGENTE  un proyecto de acuerdo al CONCEJO 
MUNICIPAL de esta ciudad en el cual se MODIFIQUE el PLAN DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL el uso de suelos de la zona 
objeto de esta acción y lo DECLARE ZONA DE RESERVA 
NATURAL Y PROTECCIÓN AMBIENTAL por la importancia 
ecológica existente, y en protección de los Derechos Colectivos 
mencionados anteriormente. 
 
QUINTA. Ordenar a la ALCALDÍA MUNICIPAL  presentar de 
carácter URGENTE un proyecto de acuerdo al CONCEJO 
MUNICIPAL de esta ciudad en el cual se MODIFIQUE el PLAN DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL el uso de suelos de las demás 
zonas que presenten las mismas características del sector objeto 
de esta acción y por consiguiente las DECLARE ZONAS DE 
RESERVA NATURAL Y PROTECCIÓN AMBIENTAL por la 
importancia ecológica existente, y en protección de los Derechos 
Colectivos mencionados anteriormente. 
 
SEXTA: ORDENAR a la CURADURÍA URBANA Nº 1 y a 
PLANEACIÓN MUNICIPAL la revocatoria de las licencias Nº  LU- 
54001-1-13-0145 de 22 de Octubre de 2013, solicitada por 
7 
 
INVERSIONES GOLF TENNIS S.A., U en el cual solicita la 
urbanización de 143.000 metros cuadrados y de la LICENCIA DE 
CONSTRUCCIÓN Nº LC- 54001-1-14-0047 del 10 de abril de 
2,014, solicitada por  FIDUCIARIA BOGOTÁ, para la intervención 
de la manzana A de la Urbanización El Retiro. 
 
En resumen, la medida cautelar  buscaba: 1. La suspensión inmediata 
de la Resolución expedida por Corponor (tala de 841 árboles); 2. La 
suspensión de la licencia de urbanismo (no se tuvo en cuenta ronda hídrica y 
cota de inundación) y, 3. La suspensión de la licencia de construcción 
expedida por la Curaduría Urbana No. 1 (que amenaza la destrucción de 
ciento cuarenta y dos mil ciento cincuenta y cinco metros cuadrados 
142.155,60 m2 de área verde pastos y grama, y la tala de más de cinco mil 
(5000) especies vegetales y especies de fauna como ardillas, iguanas, 
diversidad de garzas y aves, entre ellas azulejos, toches, mosqueros, 
piringas, pechirrojo, entre otros.  
 
 
Cronología de la solicitud de la medida cautelar 
 
Cuadro 3. Cronología de la solicitud y auto que decreto la medida cautelar  
FECHA ACCIÓN 
Julio 13 de 2013 Admisión de la acción de tutela por parte del Juzgado 
Tercero Civil Municipal de Cúcuta, instaurada por el 
ciudadano CARLOS LUIS RODRÍGUEZ, contra la Alcaldía 
Municipal de San José de Cúcuta, el Concejo de Cúcuta, 
Corponor, Ospina y cía., e Inversiones Golf Tennis S.A.  
Julio 15 de 2013. La tutela interpuesta fue declarada improcedente porque 
para el Juzgado Tercero Civil Municipal de Cúcuta el 
mecanismo idóneo para la defensa de los derechos 
colectivos es la Acción Popular. 
Agosto 06 de 2014 Presentada ante el Juez Administrativo del Circuito de 
Cúcuta (reparto), por el Abogado CARLOS LUIS 
RODRÍGUEZ, Acción Popular de carácter preventivo y con 
solicitud de medida cautelar de urgencia en contra de la 
Alcaldía de Cúcuta, el Concejo Municipal, Corponor, la 
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Curaduría Urbana No 1, Inversiones Golf Tennis S.A., y la 
Compañía Ospinas & Cia. S.A. 
Agosto 06 de 2014 Trámite de reparto, correspondiéndole para estudio de 
admisión al Juzgado Sexto Administrativo.  
Septiembre 03 de 
2014 
Estudio de admisión y decreto de la medida cautelar por 
parte del Juzgado Sexto Administrativo 
Septiembre 08 de 
2014 
Notificaciones personales de manera electrónica y mediante 
oficio de la admisión de la demanda, traslado de la 
demanda, y auto admisorio.  
Septiembre 09 de 
2014 
Solicitud por parte del Juzgado Sexto Administrativo, a los 
Juzgados Administrativos Orales de Cúcuta, y a los 
Juzgados Administrativos Orales de Descongestión de 
Cúcuta, respecto a si se adelanta por parte de esos 
despachos judiciales, medio de control de protección de los 
derechos e intereses colectivos de que tratan los numerales 
a, b, c, f, y m del artículo 4 de la Ley 472 de 1998, con 
pretensiones conminadas a la revocatoria de las licencias de 
urbanismo y construcción otorgadas por la Curaduría 
Urbana No. 1 de Cúcuta, y a la autorización de tala de 
árboles emanada de Corponor, en el proyecto de 
Urbanización El Retiro en el cual se construirá el Centro 
Comercial Tennis Park Plaza.   
Septiembre 10 de 
2014 
Se interpone recurso de reposición por parte del Abogado de 
la firma Ospinas y Cía. S.A., a fin de que se revoque la 
decisión contenida en el auto 03 de septiembre de 2014, y 
se rechace por improcedente la presente acción popular.  
Septiembre 13 de 
2014 
Se interpone y sustenta recurso de apelación por parte del 
Abogado de la firma Ospinas y Cía. S.A., contra el auto del 
03 de septiembre de 2014. 
Septiembre 15 de 
2014 
Se interpone recurso de reposición en subsidio de apelación 
por parte del Abogado de Inversiones Golf Tennis S.A., con 
el objeto de que se proceda a la revocatoria y consecuente 
levantamiento de las medidas cautelares decretadas en el 
auto de fecha 03 de septiembre de 2014 
Septiembre 19 de 
2014 
El Juzgado Sexto Administrativo, corre traslado de los tres 
recursos de reposición interpuestos.  
Septiembre 24 de 
2014 
La Alcaldía Municipal de San José de Cúcuta, a través de la 
Asesora Jurídica designada, envía escrito al Juzgado Sexto 
Administrativo, a efectos de descorrer la contestación de la 
demanda de la acción popular.  
Octubre 02 de 2014 Juzgado Sexto Administrativo, mediante auto ordenó la 
suspensión de las licencias de construcción, urbanismo y 
tala de árboles. 
Febrero 11 de 2016 El Tribunal Administrativo de Norte de Santander confirmo el 
auto de fecha 3 de septiembre de 2014 mediante el cual el 
Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito decreto la 
medida cautelar que ordeno: 1. Suspender las obras de 
urbanismo autorizadas por la Curaduría Urbana de Cúcuta; 
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2. Suspender las obras nuevas para la realización de la 
primera etapa del Centro Comercial; y, 3. Suspender la tala 
de los 841 árboles autorizada por Corponor. 
 
Fuente: Rubén Niebles & Diego Andrade. Noviembre de 2015. 
 
 
 
Los fundamentos jurídicos bajo los cuales fue estructurada y decretada la 
medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad 
de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de Construcción de un Centro 
Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el 
Municipio de San José de Cúcuta. 
 
 
Se inicia este recorrido normativo de los fundamentos jurídicos bajo los 
cuales fue estructurada y decretada la medida cautelar impuesta por el 
Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del 
Proyecto de Construcción de un Centro Comercial en los predios de la 
Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de 
Cúcuta, atendiendo lo consagrado en el artículo 93 de la Constitución Política 
de Colombia, es decir el bloque de constitucionalidad3, según el cual “Los 
tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados 
de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes 
consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. 
 
De acuerdo a lo anterior, la primera normativa a que se hace alusión 
por ser pertinente es la Declaración de Rio de Janeiro de 19924, adoptada 
                                                 
3
 El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, sin aparecer 
formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del 
control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a 
la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
4
 La declaración a la que se hace referencia no es un instrumento internacional, ni es un 
documento que está abierto a la adhesión de los Estados o de los organismos 
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por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, la cual pese a no ser un pacto internacional y no estar sujeto a 
ratificación por parte del Estado Colombiano se concretó en el ordenamiento 
interno colombiano en la Ley 99 de 1993, en su artículo 1.  
 
Desde el punto de la responsabilidad, debe resaltarse que la 
Declaración de Rio de Janeiro de 1992, en su artículo 32, estableció la 
responsabilidad de los Estados en la conservación de un medio ambiente 
sano y seguro.  
 
Seguidamente, se encuentra la Constitución Política de Colombia, 
artículos 63, 79, 80 Y 366 del ordenamiento superior, en los que se  indica 
como políticas necesarias las de conservación del medio ambiente.  
Por su parte el artículo 10 de la Ley 99 de 1993, establece los 
principios de la política ambiental. 
 
Artículo 1°. Principios Generales Ambientales. La política 
ambiental colombiana  seguirá los siguientes principios generales:  
 
1. El proceso de desarrollo económico y social del país se 
orientará según los principios universales y del desarrollo 
sostenible contenidos en la Declaración de Río de Janeiro de junio 
de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
  
2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de 
interés de la  humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y 
                                                                                                                                           
internacionales o supranacionales, con el carácter de un instrumento internacional con 
fuerza vinculante; es una declaración producida por la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo,  reunida en Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 
1992, en la que se proclaman los mencionados principios.  
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aprovechada en forma sostenible.  
 
3. Las políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los 
seres humanos  a una vida saludable y productiva en armonía con 
la naturaleza.  
 
4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y 
las zonas de  recarga de acuíferos serán objeto de protección 
especial.  
 
5. En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano 
tendrá prioridad  sobre cualquier otro uso.  
 
6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el 
resultado del  proceso de investigación científica. No obstante, las 
autoridades ambientales y  los particulares darán aplicación al 
principio de precaución conforme al cual,  cuando exista peligro de 
daño grave e irreversible, la falta de certeza científica  
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del 
medio ambiente.   
 
7. El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales 
y el uso de instrumentos económicos para la prevención, 
corrección y restauración del deterioro ambiental y para la 
conservación de los recursos naturales renovables.  
 
8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido.  
 
9. La prevención de desastres será materia de interés colectivo y 
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las medidas tomadas para evitar o mitigar los efectos de su 
ocurrencia serán de obligatorio cumplimiento.  
 
10. La acción para la protección y recuperación ambientales del 
país es una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la 
comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector 
privado. El Estado apoyará e incentivará la conformación de 
organismos no gubernamentales para la protección ambiental y 
podrá delegar en ellos algunas de sus funciones.  
 
11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico 
para la toma de decisiones respecto a la construcción de obras y 
actividades que afecten significativamente el medio ambiente 
natural o artificial.  
 
12. El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución 
Nacional, será descentralizado, democrático y participativo."  
 
13. Para el manejo ambiental del país, se establece un Sistema 
Nacional Ambiental, SINA, cuyos componentes y su interrelación 
definen los mecanismos de actuación del Estado y la sociedad 
civil.  
 
14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán 
teniendo como base criterios de manejo integral del medio 
ambiente y su interrelación con los procesos de planificación 
económica, social y física.  
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También se trae a colación lo dispuesto por los artículos 2° y 3° del 
Decreto 1449 de 1977, que estiman necesario para el aprovechamiento 
adecuado de las fuentes hídricas y de los bosques el cuidado de los mismos, 
debiéndose mantener la cobertura boscosa en las áreas forestales 
protectoras, definidas estas como las existentes en las nacientes de los ríos, 
lagos y depósito de agua sean naturales o artificiales. Si bien esta norma se 
dirige al sector rural, no por ello puede desconocerse la importancia de la 
misma en la conservación y aprovechamiento de las fuentes hídricas y la 
conservación de los bosques en los perímetros urbanos.  
 
En lo referente al cuidado de las fuentes hídricas y los humedales, 
puede apreciarse lo dispuesto por el Ministerio de Ambiente, mediante 
Resolución No.196 de 2006, conocida como la guía técnica para la 
formulación de planes de manejo para humedales en Colombia, que en su 
anexo 1C, paso 53, indica que los humedales deben estar debidamente 
delimitados, con una franja de límite del humedal donde se involucren las 
crecientes ordinarias y una franja de protección hasta de 30 metros donde se 
incluyan las crecientes no ordinarias.  
 
En el escrito de la demanda se indica que existen 5 humedales dentro 
del terreno donde habrá de construirse la Urbanización el Retiro y ello se 
acredita con el "PLAN DE ORDENAMIENTO DE LA CUENCA DEL RIO 
PAMPLONITA- HUMEDALES DE LA CUENCA DEL RIO PAMPLONITA" el 
cual fue elaborado por Corponor en el año 2006 y que frente al Club Tenis 
determinó: 
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Cuadro  4. Humedales de la cuenca del río Pamplonita 
 
POZO 
 
UBICACIÓN EXTENSIÓN 
Hoyo 
Nro. 1 
Municipio de Cúcuta a una altura de 
334 msnm, en una zona de vida 
Bosque Seco Tropical en las 
coordenadas planas 1.174.540- 
1.362.806  
Cuenta con un área de 600 m', tiene una  
función paisajística y recreativa. Se  
aprecian especies vegetales como el ohiti, 
urapo y caoba, hay presencia de animales 
como iguanas y las ardillas 
 
Hoyo 
Nro.8 
Municipio de Cúcuta a una altura de 
334 msnm, en una zona de vida 
Bosque Seco Tropical en las 
coordenadas planas 1.174.540- 
1.362.867  
Cuenta con un área de 1125 m
2
, empleado 
para el riego del césped y como 
enriquecedor del paisaje, se aprecian 
árboles de urapo y ohití. Se observan aves 
como la garza del ganado, el pato 
aclaraban, las jiririas y el pato negro. Se 
nota presencia de iguanas 
 
Hoyo 
Nro. 2 
Municipio de Cúcuta a una altura de 
346 msnm, en una zona de vida 
Bosque Seco Tropical en las 
coordenadas planas 1.174.270- 
1.362.682  
Cuenta con un área de 600 ml, este pozo 
es de carácter netamente paisajístico se 
observa presencia del árbol cují y se sabe 
de la presencia de una gran serpiente 
constrictora. 
 
I Hoyo 
Nro.5 
Municipio de Cúcuta a una altura de 
349 msnm, en una zona de vida 
Bosque Seco Tropical en las 
coordenadas planas 1.174.600- 
1.362.619.  
Cuenta con un área de 625 m", brinda las 
mejores condiciones ecológicas para la 
fauna y la flora, a su alrededor se pueden 
observar grandes árboles de gallinero y la 
presencia de un manón. También existe 
presencia de ardillas, iguanas, aves como 
atrapamoscas, alicastaño, el pispirillo, 
carpinteros, el siriri. 
 
Hoyo 
Nro.7 
Municipio de Cúcuta a una altura de 
349 msnm, en una zona de vida 
Bosque Seco Tropical en las 
coordenadas planas 1.174.600- 
1.362.619.  
Cuenta con un área de 130 m", pozo 
recuperador del paisaje, se observan 
árboles como el cují y el samán, aves 
como la garza del ganado, garza real. Pato  
negro, aguanta piedras y el jacamar. 
 
Fuente: Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta.  
Radicación Número 54-001-33-33-006-2014-01069-00.  Acción Popular  
 
Finalmente en el aparte del marco jurídico sobre el cual se solicita la 
medida cautelar, se trae a colación el artículo 202 de la Ley 1450 de 2011, 
así:  
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Artículo 202. Delimitación de Ecosistemas de Páramos y 
Humedales. Los ecosistemas de páramos y humedales deberán 
ser delimitados a escala 1:25.000 con base en estudios técnicos, 
económicos, sociales y ambientales adoptados por el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o quien haga sus 
veces. La delimitación será adoptada por dicha entidad mediante 
acto administrativo.  
 
Las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo 
Sostenible, los grandes centros urbanos y los Establecimientos 
Públicos Ambientales realizarán el proceso de zonificación, 
ordenamiento y determinación del régimen de usos de estos 
ecosistemas, con fundamento en dicha delimitación, de acuerdo 
con las normas de carácter superior y conforme a los criterios y 
directrices trazados por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial o quien haga sus veces, Para lo anterior, 
tendrán un plazo de hasta tres (3) años a partir de que se cuente 
con la delimitación.  
 
Parágrafo 1°, En los ecosistemas de páramos no se podrán 
adelantar actividades agropecuarias, ni de exploración o 
explotación de hidrocarburos y minerales, ni construcción de 
refinerías de hidrocarburos. Para tales efectos se considera como 
referencia mínima la cartografía contenida en el Atlas de Páramos 
de Colombia del Instituto de Investigación Alexander Von 
Humboldt, hasta tanto se cuente con cartografía a escala más 
detallada.  
 
Parágrafo 2°. En los ecosistemas de humedales se podrán 
restringir parcial o  totalmente las actividades agropecuarias, de 
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exploración de alto impacto y explotación de hidrocarburos y 
minerales con base en estudios técnicos, económicos, sociales y 
ambientales adoptados por el Ministerio de Ambiente.  
Vivienda y Desarrollo territorial o quien haga sus veces. El 
Gobierno Nacional dentro de los noventa (90) días calendario 
siguientes a la expedición de esta Ley reglamentará los criterios y 
procedimientos para el efecto. En todo caso, en humedales 
designados dentro de la lista de importancia internacional de la 
convención RAMSAR no se podrán adelantar dichas actividades."  
 
Por otra parte, se encuentra la autorización dada por la Corporación 
Autónoma Regional de la Frontera Nororiental –CORPONOR, para la tala de 
841 árboles de diferentes especies y edades, mediante Resolución 00363 del 
02 de julio de 2014, en la cual se estableció los parámetros de la tala y poda 
de los árboles y la compensación de los mismos, sin estimar el lugar donde 
dicha compensación tendría lugar y si beneficiaría adecuadamente 
nuevamente el sector que se verá sustraído de ellos.  
 
Luego de estudiado el marco legal de protección al medio ambiental, 
del aprovechamiento de las fuentes hídricas y el cuidado de las zonas 
boscosas y con árboles, en las que bien puede predicarse la existencia de un 
ecosistema artificial de humedales y que de ello se derivaría la posibilidad de 
impedir cualquier daño ecológico que pretenda causarse a este sector, lo 
cierto es que dicha propiedad tiene un carácter privado, tal y como se 
sostiene en la Resolución No. LU-S4001-1-13-0145 de fecha 02 de octubre 
de 2012, emanada de la Curaduría Urbana No. 1, es decir que se solicitó 
licencia de urbanismo sobre el predio de matrícula inmobiliaria 206-212453, 
de propiedad de la sociedad Inversiones Golf Tennis S.A.  
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En tal virtud, entiende el Despacho que la posible suspensión de las 
licencias concedidas y del permiso de tala de árboles, afecta derechos de 
particulares, que  también se guardan bajo el amparo constitucional y legal, 
por lo que procede en esta oportunidad, una vez estimada la afección 
medioambiental, el daño ecológico y la calidad del predio sobre el cual se 
ejercerá dicho daño, una ponderación de derechos para culminar en la 
decisión cuyo peso normativo venza a una de las dos hipótesis que son 
ahora planteadas.  
 
Con ocasión de la ponderación de derechos, en especial cuando riñen 
estando en rango constitucional, la intérprete del ordenamiento superior 
considera que "en el caso de colisión entre derechos constitucionales, 
corresponde al juez llevar a cabo la respectiva ponderación. Mediante ésta, 
se busca un equilibrio práctico entre las necesidades de los titulares de los 
derechos enfrentados, La consagración positiva del deber de respetar los 
derechos ajenos y no abusar de los propios, elevó a rango constitucional la 
auto-contención de la persona en el ejercicio de sus derechos. La eficacia 
constitucional de este deber, en consecuencia, exige de los sujetos jurídicos 
un ejercicio responsable, razonable y reflexivo de sus derechos, atendiendo a 
los derechos y necesidades de las demás y de la colectividad.'"  
 
Si bien el Operador Jurídico acepta que el derecho a la propiedad se 
encuentra protegido en el artículo 58 de la Constitución Política de Colombia, 
cual estima que "Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles". Pero dicha protección no es 
absoluta y apartes más adelantes del mismo consagra que: "La propiedad es 
una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una 
función ecológica". 
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Ahora no solo se trata del uso de una propiedad y de su explotación, 
es revisar el nido de desarrollo urbano que trae consigo el proyecto de 
urbanización el Retiro y de la capacidad de generación de empleos directos e 
indirectos de gran beneficio para la comunidad, progreso que en estos 
eventos riñe con la protección al medio ambiente.  
 
Frente a estas circunstancias, luego de analizado el marco normativo 
y de realizada la ponderación es dable concluir que si bien se conserva la 
protección de la propiedad, lo cierto es que no puede permitirse, por ahora, la 
intervención del terreno en mención, es decir, el daño causado a la población 
en general se considera de una grado superior al beneficio que recibiría por 
la realización del proyecto Urbanización el Retiro, efectos que se verificarían 
casi de inmediato y en un futuro cercano, en el cual se restringen sin 
contemplación alguna humedales que se alimentan de las aguas que surten 
el rio Pamplonita y que conforman un ecosistema y la tala de más de 800 
árboles consigo, haciendo necesario decretar una medida cautelar de 
urgencia, por estar debidamente sustentada en la demanda la misma.  
 
En razón de lo anterior como medida cautelar se ordenará la 
suspensión de las obras de urbanismo que fueron autorizadas en la licencia 
urbanística concedida a Inversiones Golf Tennis S.A., para el terreno 
identificado con matricula inmobiliaria No. 260.212453, por la Curaduría 
Urbana de Cúcuta a través de la Resolución LU-54001-1-13-0145 del 02 de 
octubre de 2013, por no contemplar dentro de la misma, decisión alguna 
frente a los 5 humedales ubicados dentro de la misma y que afectan un total 
de 3.080m2.  
 
Se ordena la suspensión de las obras nuevas para la realización de la 
primera etapa del centro Comercial Tennis Park dentro de la Urbanización el 
Retiro, Manzana A, a realizar dentro del predio identificado 260.296899 en la 
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modalidad obra nueva, la cual fue autorizada por la Curaduría Urbana No. 1 
mediante Resolución No. LC-54-001-1-14-0047.  
 
Se ordena la suspensión de la tala de 841 árboles que fue autorizada 
en la Resolución No. 00363 del 02 de julio de 2014 emanada de la 
Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental -CORPONOR-, 
por el daño ecológico que traería consigo esta tala.  
 
Lo anterior mientras se tramite el proceso de la referencia o hasta 
tanto las entidades  y personas demandadas acrediten técnicamente que 
dicha tala y construcción no afectan de manera grave los intereses colectivos 
invocados o mientras estas adopten las medidas efectivas para proteger 
tales intereses.  
 
Se indica que la presente medida cautelar se decreta con él fin de 
evitar un daño ecológico y en aplicación del principio de precaución, sobre el 
cual el Consejo de Estado en auto de fecha 06 de febrero de 2014 (Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, consejera Ponente: María 
Claudia Rojas Lasso, Bogotá, D.C., seis (6) de febrero de dos mil catorce 
(2014), radicación número; 05001-23-33-000-2013-00941-01 (Ap) A), al 
estudiar un asunto que guarda similitud en algunos aspectos con el presente, 
indicó:  
 
Cabe destacar, que en reiteradas oportunidades ésta Sala ha 
considerado que éste principio proclamado en el Tratado de Río, y 
consagrado también en la Ley 99 de 1993, es consonante con los 
deberes de protección y conservación del medio ambiente 
consagrados en los artículo 79 y 80 de la Constitución Política, a 
cuyo tenor: "(...) la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio 
Ambiente y Desarrollo de 1992, prescribió en su principio 15 que 
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los Estados deben valerse del principio de precaución, debiendo 
tomar las medidas eficaces que impidan un daño  
ambiental, ante un peligro de daño grave o irreversible al medio 
ambiente, así no exista certeza científica absoluta sobre las 
consecuencias que este pueda generar. Si bien los Estados no 
deben adherirse a esta declaración, por no tratarse de un convenio 
o tratado, debe destacarse que dicha declaración ha sido carta de 
ruta en materia medio ambiental para e/legislador colombiano.  
 
De hecho, la Ley 99 de 1993, por la cual se creó el Ministerio del 
Medio Ambiente, se reordenó el Sector Público encargado de la 
gestión y conservación del medio  ambiente y los recursos 
naturales renovables y se organizó el Sistema Nacional  
Ambiental, se refirió al principio de precaución, en el numeral 6º 
del artículo 1º, disponiendo que pese a que en la formulación de 
políticas ambientales el Estado debía tener en cuenta el resultado 
de los procesos de investigación científica, debe asimismo dar 
aplicación al principio de precaución conforme al cual "cuando 
exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar 
la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del 
medio ambiente.   
 
De acuerdo con lo expuesto, y tras examinar la actuación, advierte 
la Sala que, si bien la referida violación de derechos colectivos 
aludida por los accionantes en la demanda no se encuentra 
plenamente acreditada, del material probatorio, sí resulta posible 
advertir la amenaza que enfrenta el recurso ambiental objeto de la 
presente acción, siendo entonces pertinente mantener la medida 
preventiva adoptada por el a quo, pues pese él no existir plena 
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certeza técnica de la afectación alegada por los actores, sí existen 
indicios que, de conformidad con el principio de precaución 
anteriormente aludido, permiten suponer que la zona ambiental es 
objeto de un posible peligro irremediable. Además, revocar la 
medida cautelar. Sería equivalente a negar la protección y dejar 
sin objeto la acción popular."  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, y por reunir los requisitos 
establecidos en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y  
artículo 144 ·del código de procedimiento administrativo y de lo Contencioso  
Administrativo, se admitió la demanda de la referencia promovida en ejercicio 
del medio de control de protección de los derechos e intereses colectivos, y 
se ordenó como medida provisional de emergencia SUSPENDER las obras 
de urbanismo que fueron autorizadas por la Resolución LU-54001-1-13-0145 
del 02 de octubre de 2013 emanada de la Curaduría Urbana de Cúcuta; 
SUSPENDER las obras nuevas para la realización de la primera etapa del 
centro Comercial Tennis Park dentro de la Urbanización el Retiro, Manzana 
A, a realizar dentro del predio identificado 260.296899 en la modalidad obra 
nueva, la cual fue autorizada por la Curaduría Urbana No. 1 mediante 
Resolución nro. LC-54-001-1-14-0047; SUSPENDER la tala de 841 árboles 
que fue autorizada en la Resolución No. 00363 del 02 de julio de 2014 
emanada de la Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental - 
CORPONOR-.  
 
Lo anterior mientras se tramite el proceso de la referencia o hasta 
tanto las entidades demandadas acrediten técnicamente que dicha tala y 
construcción no afectan de manera grave los intereses colectivos invocados 
o mientras estas adopten las medidas efectivas para proteger tales intereses, 
de acuerdo con las anteriores consideraciones. 
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La eficacia de la medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto 
Administrativo de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de 
Construcción de un Centro Comercial en los predios de la Sociedad 
Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de Cúcuta 
 
 
Al analizar la eficacia de las medidas cautelares consagradas en la 
Ley 1437 de 2011, y en especial de la medida cautelar de carácter preventivo 
decretada por el Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad de Cúcuta, con 
ocasión del Proyecto de Construcción de un Centro Comercial en los predios 
de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de 
Cúcuta, en la que se ordenó: 1. Suspender las obras de urbanismo 
autorizadas por la Curaduría Urbana de Cúcuta; 2. Suspender las obras 
nuevas para la realización de la primera etapa del Centro Comercial; y, 3. 
Suspender la tala de los 841 árboles autorizada por Corponor; lo que se 
observa hasta el momento es que las medidas cautelares como una 
herramienta del proceso resultan muy Eficaces, pues en el caso en estudio 
con las medidas cautelares que se decretaron, se ha logrado proteger y 
garantizar a la fecha los derechos invocados en la demanda como violados, y 
que debido a la demora del operador judicial en resolver el proceso, dos 
despachos judiciales se han declarado impedidos (Juzgado sexto y primero 
administrativo), dichos derechos de ser reconocidos en un fallo, se estaría 
frente a una sentencia nugatoria, ya que de no haberse decretado por el 
juzgado las medidas cautelares que se solicitaron, los arboles ya se hubieran 
talado y el centro comercial ya hubiese sido construido. 
 
Cabe destacar, que mediante escrito de fecha Septiembre 15 de 2014, 
la parte accionada, presento recurso de reposición en subsidio con el de 
apelación contra el auto del Juzgado Sexto Administrativo que decreto la 
medida cautelar.  Recurso que fue resuelto en segunda instancia y en el cual 
el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, mediante providencia del 
11 de febrero de 2016, confirmo el auto del 3 de septiembre de 2014 
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mediante el cual el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito decreto la 
medida cautelar que ordeno: 1. Suspender las obras de urbanismo 
autorizadas por la Curaduría Urbana de Cúcuta; 2. Suspender las obras 
nuevas para la realización de la primera etapa del Centro Comercial; y, 3. 
Suspender la tala de los 841 árboles autorizada por Corponor; con lo cual 
queda confirmado que las medidas cautelares como herramientas para 
proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad 
de la sentencia, resultan muy eficaces.    
 
Por otra parte, el 01 de septiembre de 2015, fue presentada ante el 
Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cúcuta, una nueva solicitud de medida 
cautelar preventiva por uno de los accionantes, esta vez relacionada con la 
protección de los cinco humedales que se encuentran en el terreno donde se 
tenía proyectada la Construcción de la Urbanización El Retiro y el Centro 
Comercial Tennis Park Plaza, esto en atención a que pese a la medida 
cautelar decretada en el auto que admitió la demanda (03 de septiembre de 
2014), al realizar una visita de inspección al área se encontró que se ha 
desecado un humedal, se taló la cerca viva de limón que encierra el predio, 
es decir se están realizando acciones no permitidas por la medida de 
protección de que es objeto este predio; situación que generó que el Juzgado 
Sexto Administrativo Oral, por el incumplimiento de la medida cautelar, diera 
apertura de un incidente de desacato por desobedecimiento.  
 
Finalmente, es preciso manifestar en nuestra opinión personal, que 
este es un proyecto en el que existen muchos intereses de diferentes tipos, 
pero en el que consideramos desde todo punto de vista debe primar la 
protección al medio ambiente, pues la zona donde se proyecta construir este 
Centro Comercial, es uno de los pocos “pulmones” con que cuenta la ciudad,  
que purifican considerablemente el aire que respiran los ciudadanos por lo 
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que se recomienda que este se construya en otro terreno de la ciudad, donde 
no se afecte el medio ambiente. 
 
Y es que según una de la accionantes, “Cúcuta se ha caracterizado 
por ser una ciudad verde pero que poco a poco y debido al crecimiento de las 
construcciones ha venido perdiendo estas características, llegando al punto 
de sólo poseer por habitante una extensión de 0,96 m2 de área verde, área 
muy baja en comparación a lo que recomienda la Organización Mundial de la 
Salud (9 m2/hab)”, situación que merece ser revisada y de ser cierta, ser 
tenida en cuenta para la decisión final de este caso. 
 
En su oportunidad, Inversiones Golf Tennis S.A., manifestó que “El 
desarrollo de la Urbanización El Retiro y del proyecto Tennis Park Plaza sin 
duda traerá beneficios a la comunidad, propenderá por la generación de 
empleos -directos e indirectos- en sus etapas de construcción y operación, 
generando un motivador hacia la inversión de nuevos empresarios 
nacionales e internacionales que sin duda impactarán en la ciudad 
positivamente en sus indicadores”; y es algo completamente cierto, porque 
en una ciudad como Cúcuta donde los índices de desempleo son de los más 
altos del país, un proyecto como este traería grandes beneficios, pero no 
debemos olvidar, que esto se proyecta sacrificando el medio ambiente, que 
es un derecho fundamental que tienen todos los colombianos, por lo que se 
insiste en que este derecho es lo que debe primar en el asunto; y en su 
defecto permitir que se construya tan importante proyecto en uno de los 
tantos lotes que existen en la ciudad, y, que no se genere este daño 
medioambiental al ecosistema del Municipio de San José de Cúcuta.  
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Una vez analizada la eficacia de las medidas cautelares consagradas en la 
Ley 1437 de 2011 para prever el daño ambiental con la acción popular – 
caso de estudio proyecto de construcción de un Centro Comercial en los 
predios de la Sociedad Inversiones Golf Tennis S.A. en el municipio de San 
José de Cúcuta, se concluye lo siguiente:  
 
Los hechos que fundamentan este estudio, es la “acción popular de 
carácter preventivo y con solicitud de medida cautelar de urgencia”, 
interpuesta por parte de un grupo de ciudadanos en la ciudad de Cúcuta, en 
contra el Municipio de San José de Cúcuta y su Concejo Municipal, la 
Corporación  Autónoma Nororiental de la Frontera – Corponor, Curaduría 
Urbana No. 1, Inversiones Golf Tennis S.A., Constructora Ospinas & CIA 
S.A., con el objeto de suspender la actividad derivada del acto administrativo 
- Resolución 00363 del 02 de Julio de 2013, expedida por Corponor, por la 
cual se autoriza la tala de 841 árboles para la realización del Centro 
Comercial Tennis Park Plaza, teniendo en cuenta la vulneración del derecho 
al medio ambiente, amenazado por la omisión y negligencia de dichas 
entidades, y lo cual terminaría por ocasionar un inminente daño ambiental al 
ecosistema.   
 
La medida cautelar solicitada en la acción popular interpuesta por la 
parte accionante, solicitaba: 1. La suspensión inmediata de la Resolución 
anteriormente señalada expedida por Corponor; 2. La suspensión de la 
licencia de urbanismo; y, 3. La suspensión de la licencia de construcción 
expedida por la Curaduría Urbana No. 1;  se hace esa solicitud de manera 
urgente ante el inminente daño ambiental irreparable al que está expuesta la 
ciudad, si se autoriza la licencia y se conceden los permisos anteriormente 
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mencionados, por lo cual finalmente dicho Juzgado admite la demanda por 
reunir todos los requisitos. 
 
Al respecto de la medida cautelar solicitada, el Juzgado Sexto 
Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, esta atendió lo dispuesto en el 
nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – Ley 1437 de 2011, que en su artículo 239 establece que en 
todos los procesos que se adelanten ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, antes de ser notificado el auto admisorio de la demanda o en 
cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, 
podrá el Juez o Magistrado Ponente, decretar, en providencia motivada, las 
medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de 
acuerdo con lo regulado en dicha ley; además, estipula que las medidas 
cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección 
de los derechos e intereses colectivos del conocimiento de esta Jurisdicción 
se regirán por lo establecido en el Capítulo XI (Artículos 229 al 241) de esta 
ley, y podrán ser decretadas de oficio.   
 
Asimismo, la Ley 1437  de 2011, establece en su artículo 230, la 
clasificación de las medidas cautelares, las cuales podrán ser preventivas, 
conservativas, anticipativas o de suspensión, en el caso de la acción popular 
estudiada, la medida solicitada por los accionantes, fue la preventiva, ante lo 
cual el Juez, ordenó en el auto del 03 de septiembre de 2014, lo siguiente: 1. 
Suspender las obras de urbanismo autorizadas por la Curaduría Urbana de 
Cúcuta; 2. Suspender las obras nuevas para la realización de la primera 
etapa del Centro Comercial; y, 3. Suspender la tala de los 841 árboles 
autorizada por Corponor.  
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Respecto a los fundamentos jurídicos bajo los cuales fue estructurada 
y decretada la medida cautelar impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo 
de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del Proyecto de Construcción de un 
Centro Comercial en los predios de la Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. 
en el Municipio de San José de Cúcuta, es preciso señalar que está fue 
fundamentada en la Declaración del Río de Janeiro de 1992, la Constitución 
Política de Colombia, la Ley 99 de 1993, el Decreto 1449 de 1977, la 
Resolución No. 196 de 2006, y, la Ley 1450 de 2011. 
 
En Colombia, hay un precedente jurisprudencial de la Sección Primera 
del Consejo de Estado (seis (6) de febrero de dos mil catorce (2014), 
radicación número; 05001-23-33-000-2013-00941-01 (Ap) consejera 
Ponente: María Claudia Rojas Lasso), en el cual al estudiar un asunto que 
guarda similitud en algunos aspectos con el presente caso, y fundamentado 
en el principio de precaución proclamado en el Tratado de Río, se indica que 
los Estados deben valerse de principio de precaución, debiendo tomar las 
medidas eficaces que impidan un daño ambiental, ante un peligro de daño 
grave o irreversible al medio ambiente, así no exista certeza científica 
absoluta sobre las consecuencias que este pueda generar.  
 
Que las medidas cautelares consagradas en la Ley 1437 de 2011, si 
son eficaces, puesto que se constituyen en un instrumento idóneo para 
proteger y garantizar los derechos invocados en la demanda, mientras se 
decide el proceso y no se presente al final una sentencia nugatoria.  
 
Que la medida cautelar de carácter preventivo impuesta por el 
Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad de Cúcuta, con ocasión del 
Proyecto de Construcción de un Centro Comercial en los predios de la 
Sociedad Inversiones Golf  Tennis S.A. en el Municipio de San José de 
Cúcuta, en la que se ordenó: 1. Suspender las obras de urbanismo 
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autorizadas por la Curaduría Urbana de Cúcuta; 2. Suspender las obras 
nuevas para la realización de la primera etapa del Centro Comercial; y, 3. 
Suspender la tala de los 841 árboles autorizada por Corponor; es eficaz, 
pues gracias a ella no se pudo continuar con las obras de urbanismo, ni  la 
construcción de la primera etapa del Centro Comercial, así como tampoco la 
tala de los árboles, y por lo tanto los derechos invocados en la demanda de 
protección del medio ambiente, no se han vulnerado, esto por cuanto si el 
proceso hubiera seguido su curso sin el decreto de las medidas cautelares 
pertinentes, y debido al tiempo que le ha tomado al operador judicial en 
decidir el caso en cuestión, los arboles ya se hubiesen talado y el centro 
comercial ya hubiese sido construido, con lo cual la afectación al medio 
ambiente ya se hubiese ocasionado y la sentencia al final, si fuese favorable 
a los demandantes, resultaría nugatoria.  
 
Es importante precisar que aunque se han presentado en el curso de 
la demanda, algunas declaratorias de impedimento que han hecho los 
titulares de los despachos judiciales: Juzgado Sexto Administrativo, y, 
Juzgado Primero Administrativo, encontrándose actualmente en 
conocimiento del Juzgado Segundo Administrativo, el proceso ha seguido su 
curso, y durante el año 2015, se han realizado algunas importantes 
actuaciones, como son: 1. Envió de un escrito a la Constructora Ospinas & 
CIA S.A., a fin de que informe si es cierto que dicha Empresa ya desistió de 
la Construcción del Centro Comercial en la ciudad de Cúcuta, a lo cual la 
parte requerida dio respuesta, de que no es cierto tal afirmación; 2. Decretó 
de pruebas, entre las cuales se ordenó la realización de una inspección 
judicial en la zona (lugar de construcción del Centro Comercial Tennis Park), 
prueba que se realizó el día 05 de mayo de 2015, que se relacionaba con la 
determinación del tipo de suelo, informe en el que se concluye que esta obra 
se puede ejecutar sin inconvenientes de tipo estructural; 3. Declaratoria de 
no procedencia de los recursos de reposición presentados por Inversiones 
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Golf Tennis S.A. y Curaduría Urbana No. 1, y, por Ospinas y CIA S.A. y la 
Sociedad Fiduciaria Bogotá, S.A.  
 
Sin embargo,  como aún se espera el fallo definitivo de dicha acción 
popular, se recomienda a quienes tienen a cargo esta importante decisión, 
que prime la protección al medio ambiente, por ser un derecho fundamental 
al cual tienen derecho los ciudadanos, y que debe ser protegido por el 
Estado. 
 
Se recomienda en primera medida a los organismos encargados de 
proferir los actos administrativos para la construcción de urbanizaciones o 
grandes obras (Centros Comerciales u otros), que al momento de otorgar las 
licencias de urbanismo y construcción tengan en cuenta además de los 
requisitos establecidos, lo consagrado en la Constitución Política de 1991, y 
la legislación en cuanto a la protección del medio ambiente.  
 
A la Corporación Autónoma de la Frontera Nororiental - CORPONOR, 
que ejerza su función de Control y Vigilancia garantizando que no se efectúe 
ningún tipo de intervención en los predio en donde se proyecta construir la 
Urbanización el Retiro y el Centro Comercial Tennis Park Plaza, consistente 
en tala de árboles o deforestación, sin que medien los permisos ambientales 
para ello, con el lleno de los requisitos legales, y mientras se dicte un  fallo al 
respecto. 
 
También a Corponor, como autoridad ambiental de la región, que debe 
propender por la conservación del medio ambiente, no autorizando la 
intervención de zonas que guarden similitud con el área objeto del caso en 
estudio, donde abundan las especies arbóreas y que hacen parte del eje 
ambiental de Cúcuta y toda su área metropolitana.  
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La Alcaldía y el Concejo Municipal de Cúcuta, deben modificar de 
manera urgente el Plan de Ordenamiento Territorial, a fin de declarar esta 
zona como de reserva natural y protección ambiental por la importancia 
ecológica existente; y asimismo modificar el uso de suelos de las demás 
zonas que presenten las mismas características de este terreno.  
 
A los funcionarios públicos se recomienda que a la hora de emitir los 
actos administrativos que otorgan las licencias ambientales y de 
construcción, tener en cuenta el precedente judicial emitido por las Altas 
Cortes y el Consejo de Estado, en aras de proteger el medio ambiente.  
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NORMATIVIDAD ARTICULOS 
Declaración de Estocolmo de 1972: 
Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano (Estocolmo, Suecia, 5-16 de junio 
de 1972) 
Principio 2. 
Declaración de Rio de Janeiro de 1992: 
Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo (Rio de Janeiro del 3 al 14 
de junio de 1992)  
Del Principio 1 al 27.  
 
Constitución Política de Colombia de 1991 
Artículos 8, 49, 58, 65, 67, 79, 80, 81, 
82, 88, 95, 215, 226, 268, 277, 282, 289, 
302, 313, 317, 332, 333, 334, 339, 340 y 
361.  
Decreto 2811 de 1974: Por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente 
Artículos  1, 3, 7 y 8. 
Ley 99 de 1993: Por la cual se crea el 
Ministerio del Medio Ambiente, se reordena 
el Sector Público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza 
el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se 
dictan otras disposiciones. 
Artículo  1. 
Ley 472 de 1998: Por la cual se desarrolla 
el artículo 88 de la Constitución Política de 
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otras disposiciones  
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Ley 1437 de 2011. Por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo contencioso Administrativo.  
Artículos 229, 230, 232. 233, 234, 235, 
236, 237, 238, 239, 240 y 241. 
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